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I N T R O D U C C I O N 

Hemos considerado conveniente r ealizar este trabajo 

sobre los problemas r e lativos al reconocimiento de gobiernos 

con el propósito de contribuir a esclarecer la que en nuestro 

concepto y en el de varios tratadistas es la naturaleza juri­

dica de la institución. En lo relativo a este problema hemos 

encontrado, tanto en la doctrina como en la práctica interna­

cional, una lamentable confusión. Es tan usual el considerar 

el reconocimiento de gobiernos como un acto de soberania de 

los Estados, que la aplicación de este criterio ha conducido 

a incalificables abusos y ha sido fuente de numerosos actos de 

intervención. Por ello hemos procurado reiterar el carácter 

juridico de este acto y delimitar su significado. 

Este es, posiblemente, el objetivo central de nues­

tro trabajo. Creemos que sólo insistiendo una y otra vez en 

este aspecto del problema general del reconocimiento de gobier-
, 

nos, es que se llegará a formar una conciencia de que, bajo 

ciertas condiciones, es un deber que obliga a los Estados y 

un derecho que asiste a los nuevos gobiernos, en la actual si­

tuación del derecho internacional. 

El reconocimiento ha tratado de ser utilizado con 

frecuencia para la consecución de fines distintos de los que 

le señala el derecho internacional. Se ha tratado de conver-

tirlo en arma apropiada para obtener ventajas indebidas y de-
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bemos reconocer que, infelizmente, este torcido designio ha 

sido cumplido algunas veces. 

Se ha pretendido además denegar el reconocimiento a 

gobiernos que tenian derecho al mismo, como una especie de san­

ción por haber llegado al poder mediante el derribamiento de 

un gobierno legitimo. Sin embargo, y a esto asignamos la ma-

yor importancia, no creemos que en la actualidad exista un 

acuerdo internacional obligatorio sobre cuál debe de ser la 

forma de gobierno de los ~stados. Por el contrario, hay en 

vigencia tratados que reconocen la independencia de los Esta-

dos en materia de politica interna. Consideramos, pues, que 

el intento ha fracasado. Hace ya varios años el estadista nor-

teamericano Summer Helles, citado por el diplomático peruano 

Pérez de Cuéllar, refiriéndose concretamente al problema inter­

americano se preguntaba: 

11 ¿Cuándo en la historia de las relaciones inter­
americanas ha resultado constructiva la política 
de no-reconocimiento como medio de ejercer coer­
~ión? ¿Cuándo es que ha contribuido al desarrollo 
de un proceso democrático de las instituciones li­
bres? ¿Cuándo ha demostrado ser un medio de provo­
car relaciones amistosas y de comprensión mutua 
entre los pueblos americanos? 11 ( "") 

Ello se debe, a que se ha procurado utilizarlo para 

fines que no son de sÚ competencia. El reconocimiento es fun-

(*) Javier Pérez de Cuéllar, El Reconocimiento de Estados y el 
~econocimiento de Gobiernos (Tesis 
para el Grado de Bachiller en Dere~ 
cho, Pontificia Universidad Católi~ 
ca del Perú, Lima, 19~)o Pg. 99· 
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damentalmente consta t ación. Es difícil, pues, que una insti­

tución destinada a este fin sirva para procurar el mantenimien-

to de un sistema de gobierno determinado. 

Deseamos que este problema sea apartado del campo po­

lítico y se reconozca definitivamente su naturaleza jurídica, 

porque así se evitará la intervención de algunos Estados en 

los asuntos internos de otros, con todo su caudal de indesea­

bles consecuencias. Creemos que, por lo menos en lo que se re­

fiere al Hemisferio, la contratación internacional se está orien­

tando en este sentido. 

Además, hemos tratado de revisar los principales as­

pectos del problema del reconocimiento de gobiernos. Han sido 

consultados distinguidos autores, de los cuales se han obteni­

do útiles citas y saludables orientaciones. Al final se han 

reunido en un Apéndice los documentos que nos han parecido esen­

ciales. Por último, hemos consignado las conclusiones a las 

cuales nos ha'llevado el presente estudio. 
~ 

Lima, setiembre de 1963 
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CAPITULO I 

RECONOCIMIENTO DE ESTADOS Y RECONOCIMIENTO DE _GOBIER­

NOS.- BELIGERANCIA 

En consideración a que el objeto de este trabajo no 

es el probl~ma del Reconocimiento de Estados, nos limitaremos· 

a pretis~r las diferencias fundamentales que lo distinguen del 

reconocimiento d·e gobiernos. 

Tradicionalmente, los tratadistas han señalado una 

distinción precisa entre las dos instituciones. No obstante 

lo anterior, serian' de aplicaci6n las mismas reglas al caso de 

que al reconocerse un nuevo Estado se reconoce, asimismo, al 

gobierno que en ese momento detenta el poder. Se requeriria, 

pues, para el, caso anterior, las mismas condiciones·que para 

reconocer a un gobierno de facto. 

Respecto del reconocimiento de Estados' la doctrina 

Y la práctica internaciohal han planteado una serie de proble­

mas diversos. 

El internacionalista peruano doctor Alberto Ulloa ha 
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expuesto la diferencia entre lo que se entendería por recono-

cimiento "de jure" y re cono cimiente "de facto" de un Estado. 

Sin embargo, debemos mencionar que existe una gran cantidad 

de opiniones divers as sobre los alcances y significación de 

los vocablos 11 de jure" y 11 de facto 11
, por lo cual la opinión 

del tratadista citado se refiere a un aspecto del problema o 

a una manera de enfocarlo. 

Dice el Dr. Ulloa: 

"El reconocimiento frecuentemente ha tenido dos 
gradoso Primero· se ha otorgado el reconocimien­
to de facto, que, aceptando el hecho ya· defini­
tivo de la formación de un nuevo Estado, es una 
situación provisional que tarda tanto como el 
nuevo orden en consolidarse mediante la organi­
zación de un Gobierno constitucional y de los 
servicios públicos. Cuando la vida del nuevo 
Estado se normaliza y no se· diferencia fundamen­
talmente de la de los· demás, dentro de un tipo 
común de civilización, entonces procede el reco­
nocimiento de jure, que significa el estableci­
miento de relaciones normales. En la primera 
etapa, el reconocimiento de facto autoriza a nom­
brar y recibir agentes confidenciales y a cele­
brar acuerdos para cautelar intereses de los súb-

, di tos del Estado que reconoce o Esta· división de 
reconocimientos tiende a desaparecer, confundién­
dose en un solo reconocimiento innominado, pero 
efectivo" ( l) • 

Otro problema fundamental en este campo es el de si 

el reconocimiento de un nuevo Estado es de carácter obligato­

rio o facultativo~ El Dro Ulloa considera que el reconocimien­

to de un nuevo Estado es facultativo, "aun cuando el Estado que 

aspira a la personeria internacional reúna los requisitos exi­

gibles" (2). 
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En sentido contrario se pronuncia el internaciona-

lista Accioly~ quien basando su opinión en la de Blunstehli 

y de Visscher~ afirma que~ 

" •••••• cuando una nueva comunidad posee los ele­
mentos característicos y esenciales- de un Estado 
y presenta garantías de estabilidad, no debe ha­
ber razón para que se le rehuse el reconocimien­
to" (3). 

Respecto de si el reconocimiento es de carácter de-

clarativo o constitutivo de la existencia del nuevo Estado, 

estimamos suficiente señalar, nuevamente, la opinión de Accio­

ly quien dice asi: 

11 
•••••• parécenos más acertado afirmar, con la 

mayoría de los internacionalistas contBmporák· 
neos que se han ocupado de este asunto, que el 
reconocimiento tiene mero carácter declara torio . 
El mismo 5 según dice con razón Sir J'ohn F. Wi­
lliams,refiérese a un hecho, sólo al hecho de 
la existencia del Estado, y no a la legitimidad 
de tal hecho" (4). 

Por último, añadiremos que mientras algunos interna­

cionalistas consideran que el reconocimiento de un nuevo Esta­

do es irrevoc2ble, otros estiman que en caso de desaparecer 

las condiciones que motivaron su otorgamiento nada obsta para 

que el mismo quede sin efecto. En este sentido se pronuncia 

el Dr. Ulloa (5). 

En cuanto a la vinculación del problema del recono-

cimiento de nuevos Estados con el del reconocimlenco de nuevos 

Gobiernos ; tal como hemos dicho más arriba, la opinión genera­

lizada tiende a establecer una clara diferencia. Es el parecer 
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de tratadistas como Ulloa, Accioly, Antokoletz, Oppenheim, 

Scelle, Rousseau, Fauchille y Verdross, que la aparición de 

nuevos Gobiernos es una circunstancia que no altera la perso­

nalidad internacional del Estado, que es un problema que ata­

ñe fundamentalmente al derecho interno y que s6lo en muy con-

tadas excepciones se plantean efectivas vinculaciones entre 

ambos. 

Pasaremos, pues, a examinar la diferencia entre am-

bas instituciones, estudiando los planteamientos que sobre la 

misma hacen algunos tratadistas. 

Oppenheim dice al respecto: 

"El reconocimiento de un nuevo Estado no debe 
ser confundido con el reconocimiento de un nue-
vo Jefe de Estado o de Gobierno de un Estado ya 
existente ••••• nada tienen que ver con el reco­
nocimiento del Estado mismo. Si un Estado extran­
jero· se niega a reconocer a un nuevo Jefe de Es­
tado, o un cambio en la forma de Gobierno de un 
Estado ya existente, ~ste no pierde por ello su 
reconocimiento como persona internacional •• " (6). 

Al concepto anteriormente citado, el internacionalis-
, 

ta Paul Fauchille agrega los siguientes: 

"•••••• Les modifications constitutionnelles 
int~rieures ne touchent pas a l'identité de 1 1 

Etat, qui conserve sa personnalité et son auto­
nomie ••• " y añade~ "Les changements intérieures 
accomplis dans un Etat ne lui font pas perdre 
ses droits internationaux et ne 1ui en procurent 
pas de nouveaux". Y, por último, expresa al res­
pecto: 11 La reconnaissance du nouveau gouvernement 
installé dans un Etat constitue un bon procédé" 
( 7) o 

Queda aclarado asi que el arribo al poder de un nuevo 



- 12 -

Gobierno, dentro del territorio de un Estado es asunto que in­

teresa,fundamentalmente, al derecho interno. El Estado en el 

cual se ha implantado el nuevo ré gimen mantiene su personali-

dad internacional así como los derechos inherentes a su condi-

ción de Estado. De otro lado, tal como opina el tratadista 

citad•, éstos no sufren menoscabo ni aumentan en número o im­

portancia. Además, estima que el reconocimiento de un nuevo 

Gobierno constituye un buen procedimiento. Sobre esto último, 

nos referir·omos más adelante con mayor extensión. 

Hemos visto hasta el momento, los aspectos que cons­

tituyen la diferencia entre la institución del reconocimiento 

de Estados y la del reconocimiento de Gobiernos. No obstante, 

como dijéramos al principio de este capitulo, hay entre ellas 

algunas vinculaciones. 

A estas vinculaciones es que se refiere con particu-

lar claridad el internacionalista Rousseau, al expresar lo si­

guiente: , 

"•••••• existe cierta conexión entre ambas nocio­
nes: a) el reconocimiento de un nuevo Estado im­
plica, necesariamente, el del Gobierno que en 
aquel momento ocupa el poder, ya que el Gobierno 
es el único órgano competente para actuar inter­
nacionalmente en nombre del ~stado. b) Una vez 
hecho, el reconocimi ento de Estado persiste a pe­
sar de los cambios de Gobierno. Las revolucio­
nes son acontecimientos internos , que sólo inte­
resan al Derecho Internacional Público cuando van 
acompañadas de violaciones de los tratados o de 
los derechos adquiridos por terceros~ el princi­
pio aplicable en esta materia es el de la conti­
nuidad del Es ta do" ( 8). 
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De la lectura del fragmento transcrito se pueden ex­

traer los dos aspectos fundamentales del problema. El primero, 

o sea el de que el reconocimiento de un nuevo Estado implica 

el del Gobierno que en ese momento detenta el poder, se expli­

ca por cuanto la vida de relación entre los ~stados se plantea 

a través de los óreanos que efectivamente pueden comprometerlo 

u obligarlo. Estos órganos son los Gobiernos, ónicas entida-

des que tienen el derecho y el deber de hablar en nombre y re­

presentación del Estado. Ahora bien, de no ser ese el caso si­

no el de un nuevo Gobierno implantado en el territorio de un 

Estado ya reconocido, vale lo dicho anteriormente en cuanto a 

que los Gobiernos, y aún los sistemas de Gobierno, son 

asuntos que interesan al respectivo Estado. Sobre ellos, sólo 

caben legalmente los pronunciamientos del pueblo gobernado por 

los mismos, en lo que se refiera a su forma o al procedimiento 

que deban seguir para arribar al poder. 

Complemento de uno de los aspectos señalados por , 

Rousseau, vendria a ser el que expone Antokoletz al decir~ 

"En caso de emancipación, el reconocimiento del 
nuevo Gobierno equivale al reconocimiento de nue­
vo Estado" ( 9) • -

No consideramos necesario extendernos sobre este pun-

to que se explica refiriéndolo o contraponiéndolo al anterior. 

Hemos examinado sucintamente la diferencia y las vin­

culaciones que existen entre las instituciones que tratamos en 

este capitulo. Revisaremos ahora, en forma breve, una institu-
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ción que ha sido objeto de amplia controversia, y pa ra l a 

cual es ne ce saria e l r e conoci mient0. Nos r e f er imos a la be-

ligerancia. 

Examinando el problema, en términos generales, Ver-

dross dice lo siguiente g 

"Hay sedición o rebelión en el Derecho Interna­
cional cuando en un 8stado una organización re ­
belde domina de hecho una parte apreciable del 
t erritorio y l ogra afirmar se en su lue~9 ~n~+~ a 
el Gobierno central. El Gobierno rebelde •••• , 
puede ser reconocido como beligerante" ( 10). 

Por lo visto se aprecia que se trata del alzamiento 

de una facción contra un Gobierno establecido. En algunas cir -

cunstancias, el alzamiento es de tal importancia que los terce­

ros Estados no pueden dejar de considerar la situación y estu-

diar la forma en que la misma puede afectar los derechos de 

sus nacionales o su comercio. Por esa razón es que pueden lle­

gar a considerar la posibilidad de reconocer a la facción re­

belde el carácter de beligerante. 

Varios tratadistas, entre ellos Accioly, Op penheim, 
, 

Rousseau y Verdross, estiman que el reconocimiento de be l ige-

rancia no se puede equiparar en modo alguno al reconocimiento 

de Estados o al de Gobiernos. La fundamentación de esto radi-

ca en que los efectos de este tipo de r e conocimiento son tra-

dicionalmente limitados; con el objeto de i mpeáir que s~ ue v­

virtúe el mismo, que se refiere principalmente a los aspectos 

de la lucha, la continuación de l come rcio , la protección de 
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los nacionales y el tratamiento de los be ligerante s. 

guientes~ 

Como consecuencias de e ste acto cita Accioly los si-

"1°) los insurrectos no podrán ser tratados como Pi­
ratas, por pa r t e de los paises que concedan tal re­
conocimientol 2° ) si el reconocimiento lo hace la 
ma dre patria, ellos (los belige rante s) cuando caigan 
en su pode r, deberán ser tratactos como prisioneros 
de guerra ; 3°) en e sta misma hipótesis, los actos 
de los insurrectos no comprome t e rán nece sariamente 
la re s ponsabilidad de la madre patria" (11). 

Esta limita ción de efectos es precisa por cuanto fi­

ja las consecuencias del otorgamiento del reconocimiento de 

beligerancia. ~1 otorgamiento comport a la apre ciación de un 

hecho objetivo: que una importante facción no sólo no acat a a 

determinado Gobierno sino que , además, está alzada en armas 

contra él. En la medida en que los intereses de los naciona­

les de un tercer ~stado se vean afectados por la situación 

descrita, será oportuno el r e conocimiento de beligerancia. Es­

te, no supone en modo alguno un juicio valorativo acerca del 

alzamiento y menos aprobación del mismo. 

No consideramos conveniente extendernos más sobre 

este asunto el que hemos revisado en razón de que, cuando el 

Gobierno establecido desiste de continuar la lucha contra la 

facción rebelde, el comanoo de la misma, el territorio que 

ocupa y la población ba j o su mandato vendrfan a ser losele-

mentos esenciales de un nuevo Estado que podrfa ser reconoci­

do. ~sto podrfa ser también, como un primer paso al estable­

cimiento de un nuevo Gobierno que, a su vez, se enfrentará al 

problema del reconocimiento, objeto de la presente Tesis. 
" 
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CAPITULO II 

GOBIJ:RNOS OUE DB;R'!.:rJ SER R~CO:f\TOCIDOS ---· -~---

En el presente Capitulo revisaremos cuáles son los 

Gobiernos que necesitan ser reconocidos para, entre otras co-

sas, mantener sus relaciones internacionales. 

Al respecto dice Jiménez de Aréchaga (h): 

"•••••• no se plantea la necesidad del reconoci­
miento para los Gobiernos "de jure", es decir~ 
aquellos que asumen el poder en conformidad con 
las normas constitucionales. En esos casos es 
de práctica entre ciertos Estados, acreditar En­
viados ~speciales o transmitir notas de felici­
tación, pero tales manifestaciones de cortesía 
nada tienen que ver con el reconocimiento" (12). 

Al considerar este primer aspecto, apreciamos que 

hay determinados Gobiernos que no requieren del reconocimien-

to de los otros para la continuación de las relaciones inter­

nacionales. Ello es debido a una razón que señalamos rápida­

mente en el primer Capítulo~ los Gobiernos son de incumbencia 
' 

nacional. Su forma y el procedimiento por el cual llegan al 

poder lo son también. Pero, es preciso que el concierto in­

ternacional conozca cuál es la entidad que puede hablar por 

el Estado, comprometerlo, y desenvolver la vida de relación 

internacional. Este problema, definitivamente, no se plantea 

cuando el Gobierno lle ga al poder en forma constitucional o 

legal. Si la Constitución de un determinado ~stado ordena que 

el cambio de Gobierno se efectúe por medio de elecciones y és-
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tas se llevan a cabo en la forma y fecha prescrita, ningún Es­

tado podrá suponer válidamente que el Gobierno originado en 

ellas no sea el legal, el autorizado y obligado a desarrollar 

tanto la vida institucional del país como la de relación con 

otros pueblos y regímenes. 

dice~ 

Consideramos conveniente aquí citar a Kelsen, quien 

"•••••• en droit international tous les gouverne­
ments sont lé~itimes paree que le droit interna­
tional considere comme légitime le gouvernement 
qui occupe en fait le pouvoir •••• parce que la 
question de son gouvernement ou du choix de son 
gouvernement est une affaire interne de l'Eta t 
rentrant dans son autonomie constitutio~nelle 
••• le droit des gens délegue et ainsi légitime 
le gouve rnement qui exerce effectivement le 
pouvoir .... " ( 13) • 

Sin pretender una revisión del derecho a la revolu-

ción que tienen los pueblos insistiremos, una vez más, en que 

el Derecho Internacional les acuerda la facultad de darse los 

que tengan por convenientes, y en la forma y circunstancias 

que les parezcan oportunas. 
' 

De .la consideración de que hay Gobiernos que no re-

quieren para su vida de rela ción del reconocimiento internacio-

nal, surge la consecuencia de que hay otros que precisan del 

mismo para este efe cto. ~ stos son los llamados Gobiernos de 

facto. 

Tan abundante es el material que los estudiosos han 

escrito sobre este tipo de Gobiernos como diferentes las opi-

.. 
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niones que tienen sobre el mismo. Son tan variadas las inter­

pretaciones que se hacen de los términos "de jure" y ''de fac­

to", cuando se habla de Gobiernos, que estimamos pertinente 

aplicar la más sencilla de las reglasg si se respetan las nor­

mas constitucionales o el nuevo Gobierno llega al poder median-

te una variación de las mismas hecha conforme al procedimiento 

previsto en la misma Constitución, se tratará de un Gobierno 

"de jure". De no ser así, el que ha llegado al poder es un 

Gobierno "defacto". 

Refiriéndose a este asunto Scelle dice: 

"•••••• on admet que les détenteurs du pouvoir 
de fait qui se sont substitués su ont été subs­
titués aux titulaires de la compétence gouverna­
mentale de droit se trouvent investís, par le 
fait m~me, d'une nouvelle compétance qualifiée· 
précisément de compétence de fait, ou de facto, 
qui leur donne le droit d'exerce le pouvoir tant 
qu'ils le détiennent, paree qu'il est imposible 
que la vie socia le s 'arr'É3te" ( 14). . 

Lo que implica, además, una primera afirmación de la 

imposibilidad de ne gar de plano los alcances jurídico, politi-. 
co y social de un Gobierno de facto, asunto sobre el cual vol­

veremos más adelante. 

Refiriéndose al Gobie rno de facto Rousseau dice~ 

" El Gobiorno de hecho o Gobierno de facto es 
aquél que nace y se impone por procedimientos 
de hecho, mediante una ruptura -generalmente vio­
lenta- con la l e galidad constitucional. ~ste 
tipo de Gobie rno pre senta dos caracteres~ a) la 
efectividad •••• y b) la irrogularidad 9 a causa 
del carácter extrajuridico de su origen" (15). 
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Antokolet z conside ra que~ 

"Si en e l oe r ocho público intGrno pue de habe r 
dudas sobre e l dGre cho a la revolución~ tal in­
certidumbre no oxiste en las r e lacione s interna­
cional e s? tomando ol vocablo "revolución" en el 
sentido más amplio , de r e be lión contra las auto­
ridade s cons tituidas, asi se a e l l evantamiento 
de un partido, de una comuna o de una provincia, 
con o sin participación de l e j é rcito o de la ar­
mada, o una subl evación dentro de los partidos 
o de las fuerzas armadas mismas. Son indife ren­
tes también los finos perseGUidos por la r evolu­
ción" ( 16) • 

El tratadista Sánchez de Bustamante opina qua e l de-

recho de aut ogobierne comprende lo si guiente: 

" •••••• una doble facultad; la de cambiar el sis­
tema constitucional o gubernativo y variar las 
pe r sonas que l o tienen a su cargo ; y un dobla 
proce dimiento~ el normal y corriente de l a suce­
siÓn o de l a elecciÓn o el nombram iento,y el ex­
traordinario de los actos de .fuerza. Estos Últi­
mos a su vez, o· se producen desde ~l poder mismo 
y se llaman entonces golpes de Estado, o• surgen 
d~ una revoluciÓn ••• y producen ••• Gobiernos de fac 
to" ( 17). 

Andrés Bello opina que: 

"Si una nación pone trabas al poder del monarca, 
si le depone, si le trata como un delincuente ••• 
l a s potencias extranjeras no tienen para qué mez-

'clarse en ello, y deben mirar estos actos como 
los de una autoridad independiente que juzga y 
obra en materias de su competencia privativa" ( 18) 

Citaremos a Podestá Costa, quien se refiere al Gobier-

no de facto en los términos siguientes ~ 

"Se desi gna con el nombre de Gobierno de facto 
a la autorida d que deponiendo al Gobierno exis­
tente, o por lo menos reemplazándolo de súbito, 
se implanta fuera del orden juridico preestable­
cido y ejerce el poder público sobre la genera­
lidad de las personas y de las cosas de determi-
nado terri torio 11 

( 19). 
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Citaremos, finalmente~ una opinión complementaria 

de Antokoletz: 

n1os cambios institucionales o políticos son re­
gidos por normas de derecho póblico interno, que 
el Derecho Internacional se limita a constatar, 
sin averiguar su legitimidad constitucional o le­
gal. Ss una consecuencia de la soberanía en vir­
tud de la cual cada Estado puede darse las insti­
tuciones que estime convenientes, con tal de que 
al hacerlo no deje de cumplir con sus obligacio­
nes internacionales, ni pretenda imponer a los 
demás -:!::stacl.os su sistema de Gobiernon (20). 

Nos hemos permitido hacer todas las transcripciones 

anteriores con el objeto de fundamentar nuestra opinión de que 

el ejercicio del poder, dentro de cada ~stado, es asunto que 

sólo incumbe a los nacionales de ese Estado. Bs posible mirar 

con mayor o menor simpatía a un Gobierno extranjero pero no se 

puede dejar de considerar, ni por un instante, que todo lo re­

lacionado con él, en el ámbito del territorio de ese Estado es 

problema de su pueblo. 

Respecto de las vinculaciones entre lo nacional y lo 

internacional, cuando se refiere a un Gobierno de facto~ cree-

mas que la opinión del tratadista Foignet es ilustrativa y 

confirma lo que anteriormente hemos señalado. Dice así~ 

11 Le changement de gouvernement intéresse le droi t 
constitutionnel et le droit des gens, a des points 
de vue différents. C'est tout d'abord une ques­
tion de droit constitutionnel, puisqu'il s'agit 
d'une modification dans l'organisation intérieure 
de l'Etat; c'est ensuite une quest ion de droit 
des gens, car il faut que le gouvernement nouveau 
soit reconnu pour les gouvernements des autres 
Etats, pour entretenir des relations avec euxn (21). 



- 22 -

Quedan, de esta manera, precisados los dos extremos 

del problemao De un lado el interno? la facultad de los pue­

blos de darse el Gobierno que estimen conveniente y en la for­

ma y circunstancias que consideren oportunas. De otro, el de 

los Sstados que deben constatar si el nuevo Gobierno, surgido 

con prescindencia de las normas legales, es lo suficientemente 

efectThu para comprometer al ~stado y hablar en su representa­

ción. 

Aqui habría que precisar el alcance del Gobierno de 

factoo En la somera exposición del mismo seguiremos de manera 

principal, la que del asunto hace el tratadista Podestá Costa 

(22)o En consecuencia, habría Gobierno defacto general si su 

efectividad alcanza a todo el territorio nacional; y locales 

o regionales en sus respectivos casos. Seria intermedio si 

sirve de vinculo con un nuevo Gobierno de jure; y efímero en 

el caso de serreemplazado por el anterior Gobierno que se res­

tauraría así'en el poder. 

Bn algunas oportunidades se ha presentado el caso de 

que la llegada al poder de ciertos Gobiernos se ha realizado 

en forma aparentemente constitucional, aún cuando la presión 

ejercida sobre el anterior le hubiera impedido adoptar una ac­

titud distinta de la que desemboca en el advenimiento del nue­

vo Gobierno. 

Este caso, que por lo demás es raro, no ha concitado 

especialmente la atención de los estudiosos del Derecho Inter-
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nacional Público. Siempre haciendo abstención de las implica­

ciones de carácter interno o nacional que esta figura pueda 

suscitar, creemos que los demás Estados deben admitir la sim­

ple observancia de las formalidades. La razón de esto es que 

parece sumamente dificil establecer los limites precisos den­

tro ce los cuales se ha forzado a un Gobierno a ser suplantado 

por otro, cuando la marcha constitucional del pais no ha sido 

notoriamente dejada de lado. El hacerlo de otro modo supondria 

una permanente vigilancia de los paises sobre los asuntos de 

los otros, tendiente a señalar y destacar todos aquellos rela­

tivos a la sucesión de un Gobierno que en su concepto fueran 

inconstitucionales cosa que, como se comprenderá, es grotesca 

y ofensiva. Los enviados diplomáticos asumirian en esa hipó­

tesis el carácter de observadores y fiscales de asuntos que 

son de competencia de otro ~stado. 

Hasta el momento hemos señalado tan sólo el derecho 

de los pueblos a darse los gobiernos que deseen y que, en el 

caso de que lo hagan sin acatamiento de las normas constitucio­

nales, estos Gobiernos deben obtener el reconocimiento a fin 

de poder continuar, en nombre de ese Estado, las relaciones in­

ternacionales. 

Un primer aspecto, pue s, queda asi esclarecido. No 

todos los gobiernos requieren del reconocimiento. Lo precisan, 

en cambio, aquellos que arriban al poder con desconocimiento o 

en contravención notorias de las disposiciones constitucionales. 
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Sin embargo, lo anteriormente mencionado no e s sufi­

ciente para que la institución del reconocimiento de Gobiernos 

funcione. Se requiere, además, de que la violación de los pre­

ceptos constitucionales en materia de sucesión gubernamental, 

aparejen la subida al poder de una persona o de un grupo de 

personas distintas de las que anteriormente lo detentaban. Elln 

se explica porque, si bien las violaciones constitucionales que 

pudiera cometer un gobierno de jure lo convertirian en de facto 

en el ámbito nacional, en el internacional, o sea en los otros 

Estados, no cabe presumir duda alguna sobre quién es la persona 

o las personas encargadas de la repre sentación exterior del Es-

tadoo Sse grupo de personas, por ejemplo un Ejecutivo que di­

suelve al Congreso y suprime el ejercicio de garantias recono­

cidas en la Constitución es, o mejor dicho deviene, dentro del 

derecho interno en gobie rno de facto pe r o , en el ámbito inter­

nacional tiene que admitirse que no se encuentra frente a otro 

grupo de poder que le discuta la re presentación del ~stado. De 

admitirse un planteamiento contradictorio, valdría lo dicho an­

teriormente acerca de la intervención de los otros Estados en 

asuntos de competencia nacional. Llevando l as cosas al extre-

mo, los ~stados extranjeros tendrían el derecho de considerar 

si los actos de un gobierno, en general, están o no de acuerdo 

con la Constitución del pais de que se trate cosa que es inad-

misible , a pa rte de la complejidad de los actos de gobierno y 

las dificultades que ofrece su calificación, aún por los pro-
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pios nacionales. 

Concluimos, pues, recalcando el doble as pecto del 

problema. El doble requisito sin el cual no se plantea, o no 

debe plantearse el reconocimiento de gobiernos~ la notoria vio­

lación de la constitución y, además, el cambio de gobierno, el 

cual debe incluir la variación de las personas físicas que ejer-

cen la representación del ~stado. 

(12) Eduardo Jiménez de Aréchaga (h), Reconocimiento de Go­
biernos (Montevideo~ 
Biblioteca de Publica­
ciones Oficiales de la 
Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales de 

(13) Hans Kelsen, 

la Universidad de Mon­
tevideo, 1947). Pg . 18. 

ThéoTie Générale du Droit International ~­
blic. Problemas Choisis (París~ Recueil des· 
Cours, Académie de Droit International 1932, 
Librairie du Recueil Sirey, 1933). Pg. 

( 14) Georges Scelle, R~glAs Générales du Droj t oe la Pa:ix ( Pa­
rls~ Recueil des Cours, Académie de Droit 
International 1933, Librairie du Recueil 
Sirey, 1934). Tomo IV. Pg. 382. 

(15) Charles Rousseau, Ou. cit. Pg. 296. 

(16) Daniel Antokoletz, Q&. cit. Pg. 556. 

(17) Antonio Sánchez de Bustamante, Manua l de Derecho Interna­
cional Público (La Habana~ 
Carasa y Cía. 1939). Pg. 52. 

(18) Andrés Bello , Principios de Perecbo InternacjonaJ (Buenos 
Aires4 Biblioteca Jurídica Atalaya, 1946). 
P¡:r o 1 6 o 
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(19) L.A. Podestá Costa, n~al de Derecho Internacional Púb1i­
Buenos Aires~ Librería B:ditoria1 

Ateneo, 1943). Pg. 66. 

(20) Daniel Antokoletz, Op. cit. Pg. 554. 
(21) René Foignet, Manuel Elémentaire de Droit International 

Public (París: Rousseau et Cíe. 1923). Pg. 
l30o 

(22) L.A. Podestá Costa, Op. cit. Pg. 66. 
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CAPITULO III 

MA NTE~THHENTO D"S LA IJ:\TSTITUCIO~· 

Las opiniones que se han vertido sobre la convenien­

cia de mantener la instituci6n del reconocimiento de Gobiernos 

son contradictoriaso Mientras la mayoría de los tratadistas 

y estudiosos del Derecho Internacional se pronuncia en el sen­

tido de que su utilizaci6n es práctica y no s6lo tradicional 

sino conveniente~ de otro lado, planteamientos efectuados en 

reuniones políticas o hechos por políticos~ han pretendido su­

primirla. 

Revisaremos, pues, los planteamientos que se han ex­

puesto en uno y otro sentido. Teniendo en consideraci6n la 

gran cantidad de opiniones vertidas al favor del mantenimiento 

de la instituci6n9 nos limitaremos a hacer resaltar las más 

si gnificativps y procuraremos agrupar a las otras. 

En 1945 tuvo lugar en México una Conferencia Inter­

americana sobre Problemas de la Guerra y de la Paz .En el trans­

curso de ella l a Delegaci6n del Ecuador present6 un Proyecto de 

ConvenciÓn destinado a conseguir,con su aprobaciÓn, la supresiÓn 

definitiva de la práctica del reconocimiento de Gobiernos. Es 

conveniente añadir que en aquella oportunidad, esa Conferencia 

no procedi6 al examen del Proyecto mencionado sino que lo re­

miti6 al Comité Jurídico Interamericano para que formulara un 
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informe que sería considerado posteriormente. Creemos signi­

ficativo añadir que la misma Conferencia r emitió, al mismo Co­

mité, un proyecto contradictorio en lo esencial, es decir, se­

ñalando pautas para el empleo del no-reconocimiento. Esto nos 

da una idea de lo contradictorio de las opiniones que existen 

sobre la materia. 

Anteriormente, en 1930, el Ministro de Relaciones 

Exteriores de México don Jenaro Estrada, hizo un planteamiento 

sobre lo que en adelante sería política exterior de ese pais 

ante la aparición de nuevos gobiernos. Ese planteamiento se 

ha hecho internacionalmente conocido con el nombre de "Doctri-

na Estrada". Esta, propone la desaparición del acto del reco­

nocimiento por cuanto el mismo implicaría una calificación so­

bre asuntos que competen exclusivamente al derecho interno de 

los países. 

Sin entrar en una detenida consideración sobre la 

"Doctrina -:.!:strada", señalaremos que de acuerdo a la opinión de 

diversos tratadistas, la misma no ha logrado el objetivo que 

se propuso de eliminar el reconocimiento de gobiernos limitán­

dose a efectuarlo en una forma tácita. En efecto, la declara­

ción del Ministro de Relacione s Exteriores de México, que en 

forma completa se ha transcrito en el Apéndice, dice~ 

"•••••• el Gobierno de México se limita amante­
ner o retirar, cuando lo crea procedente, a sus 
agentes diplomáticos y a continuar aceptando, 
cuando también lo considere procedente, a los 
similares agentes diplomáticos que las naciones 
respectivas tengan acreditados en México, sin 
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calificar, ni precipitadamente ni a posteriori, 
el derecho que tengan las naciones extranjeras 
para aceptar, mantener o substituir a sus gobier­
nos o autoridades". 

Al respecto, el internacionalista Accioly estima que~ 

"•••••• reconocer a un gobierno extranjero o de­
jar de reconocerlo nada tiene que, a nuestro jui­
cio, pueda herir la soberania extraña, ni es una 
actitud de critica con los nego~ios internos de 
otro Estado •••• En segundo lugar, la actitud que 
el Gobierno mexicano estima preferible, a ese 
respecto, parécenos equivale virtualmente a la 
misma práctica antigua de reconocer o no reco­
nocer~ es asunto de denominación nada más" (23). 

Podestá Costa, refiriéndose a este mismo asunto opi­

na lo siguiente~ 

11 Este procedimiento. -••• no evita, sin embargo, 
todo pronunciamiento, siquiera indirecto, ante 
la implantación de un gobierno de facto 7 dicho 
procedimiento no impide que un Estado deje de 
mantener relaciones con el gobierno de facto, 
o en otros términos que no lo reconozca, y por 
el contrario lo admite cuando preconiza el man­
tenimiento o bien el retiro •••• de los represen­
tantes diplomáticos" (24). 

Por último, el profesor Ulloa dice, refiriéndose a 

este aspecto de la doctrina que tratamos~ 

"•••••• admite la critica de que la continuación 
o el retiro de los agentes diplomáticos pueden 
significar una sustitución del reconocimiento 
con sus mismos inconvenientes de fondo y sus mis­
mas consecuencias formales 11 (25). 

Nos encontramos, pues, con que los procedimientos 

propuestos no han gozado de aceptación. El primero, porque 

pretendia dar una solución simple a una serie de problemas su­

mamente complejos y, el segundo, porque en la práctica ha evi­

denciado que no elimina la institución sino que la emplea en 
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forma tácitao 

Por el contrario~ internacionalistas como Foignet, 

Oppenheim 9 Larnaude, Podestá Costa 9 Fauchille, Antokoletz~ 

Accioly, Gemma, Rousseau, Jiménez de Aréchaga (h) y Díaz Cis­

neros, sostienen la conveniencia y necesidad de la institución 

alegando que se precisa de ella para el inicio, la continuación 

o la reanudación de las relaciones diplomáticas entre los Esta~ 

dos, entre otros aspectos. 

En consecuencia, y con el objeto de explicar el plan­

teamiento de los tratadistas citados, debemos referirnos a al-

gunas de las consecuencias del reconocimiento de gobiernos, 

anotando que sobre las mismas volveremos en el capitulo corres-

pondienteo 

Al surgimiento de un gobierno 9 con prescindencia no-

toria de las normas legales y constituido por personas distin-

tas del anterior, se produce una incertidumbre entre los terce~ 

ros Estados s9bre si el mismo es efectivo y responsableo En 

esa oportunidad, el nuevo gobierno pretende el reconocimiento 

de los Estados con el objeto de continuar sus relaciones diplo-· 

máticas y desenvolver su vida internacionalo La incertidumbre 

producida finaliza, pues, con el reconocimiento de los demás 

Estados .. 

Para Oppenheim, el reconocimiento de un nuevo Gobier~ 

no implica las siguientes consecuencias~ 

"1) En virtud del mismo obtiene la capacidad ne­
cesaria para establecer relaciones diplomáticas 
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con otros ~stados y concertar Tratados con ellos; 
2) Con limitaciones bastante oscuras, los Trata­
dos anteriores (si existen) concertados entre am­
bos Estados, en el supuesto de que se trate de un 
Estado antiguo y no de uno nuevamente creado, que­
dan automáticamente restablecidas y vuelven a es­
tar en vigor; 3) Por virtud del reconocimiento, 
el Estado en cuestión adquiere el derecho que -por 
lo menos según las leyes inglesas- no poseía ante­
riormente de entablar acciones ante los Tribunales 
de Justicia del Estado que lo ha reconocido; 4) oo 
adquiere para si y para sus bienes inmunidad de 
jurisdicción de los Tribunales de Justicia del Es­
tado que lo ha reconocido •••• 5) También adquiere 
titulo para re clamar y entrar en posesión de los 
bienes ••••• 11 (26). 

Oppenheim cita algunas consecuencias más que en su 

oportunidad detallaremos. A su vez, el tratadista Rousseau di­

ce refiriéndose al reconocimiento de gobiernos~ 

"Es una institución necesaria en el Derecho Inter­
nacional~ a) porque a falta de una teoría análoga 
a la de la prescripción en el derecho interno, el 
reconocimiento viene a ser como el sustituto de 
dicha institución, al permitir regularizar las si­
tuaciones de hecho; y b) porque los procedimien­
tos jurídicos de transformación empleados en el 
Derecho Internacional son imperfectos, por exigir­
se el consentimiento de todos los ~stados intere­
sados, con el natural riesgo de que dicho cansen-

, timiento tenga que ser obtenido mediante una con­
trapartida11 (27)o 

Teniendo en consideración la importancia de las con-

secuencias que se derivan del reconocimiento de un nuevo Gobier-

no, no podemos menos de considerar necesario su mantenimiento. 

Además, la vigencia de la institución permite la aclaración de 

varios problemas. Uno de ellos, al que ya nos hemos referido 

escuetamente, es el de que permite la identificación del repre­

sentante del ~stado. La identificación de este representante 
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del Estado, que está obligado al cumplimiento de los compromi­

sos internacionales del mismo es conveniente, además, para los 

nacionales del Estado que reconoce, por cuanto constituye una 

garantía adicional de la validez de los actos que pudieran rea­

lizar con el mismo. De otro lado, también es conveniente para 

el Estado en el cual se hubiera implantado que, seguramente, 

podría intentar la reducción de la responsabilidad que le cabe 

como resultado de los actos cometidos por un grupo que median­

te un procedimiento violento se apoderara en forma precaria 

del control de la situación. 

Tampoco se debe dejar de tener en cuenta la importan-

cia de su utilización como instrumento destinado al logro del 

acatamiento de los compromisos internacionales. Tal como se 

verá más adelante, el no-reconocimiento de un gobierno que pre­

tende desconocer los compromisos internacionales contraídos por 

sus predecesores, puede ser un arma eficaz para obligarlo al 

cumplimiento de los mismos. Esto debe hacerse con la mayor pru-

dencia y ajustándose estrictamente a los casos debidos a fin de 

no convertir a una institución que, como trataremos de demos­

trar es jurídica, en arma de extorsión o chantage dentro del 

plano internacional. 

Citaremos finalmente, otra vez en defensa de la ins-

titución, la opinión de Rousseau, quien diceg 

''El reconocimiento es la simple comprobación de 
un hecho, no un juicio de valor ; negar un hecho 
ilícito no basta para suprimirlo.o.el no recono­
cimiento no es más que un gesto ilusorio cuando 
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no va acompañado de la voluntad de restablecer 
el estado de derecho anterior ••• 11 (27-A). 

Las consideraciones expuestas, nos animan a pensar 

que el reconocimiento de gobiernos es una institución conve-

niente y necesaria. 

(23) Hildebrando Accioly, Op. cit. Pg. 205. 

(24) L.A. Podestá Costa, O'p. cit. Pg. 68. 

(25) Alberto Ulloa, Op. cit. Pg. 166. 

(26) L.:M.A. Oppenheim LL.D., Op. cit. Pg. 144. 

(27) Charles Rousseau, Op. cit. Pg. 281. 

(27-A) Charles Rousseau, Op. cit. Pg. 280. 
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CAPITULO IV 

NATURALZZA JURIDICA DEL RECONOCIMIENTO 

Hemos denominado asi este Capítulo, por cuanto con­

sideramos que la naturaleza jurídica de la Institución es uno 

de sus aspectos más saltantes y, además, es una de las conclu­

siones más importantes que trataremos de exponer. 

Empezaremos, pues, por revisar la posición doctrina­

ria que niega este carácter juridico de la institución para, 

después, considerar los fundamentos defensivos de la misma. 

La primera de las posiciones mencionadas, pretende 

que no existe un deber de reconocer a los nuevos gobiernos, o 

sea que es una facultad que tienen los ~stados de hacerlo o no. 

A esta posición se le ha denominado, asimismo, reconocimiento 

político o diplomático, por cuanto al ser facultativo para los 

Estados, permite que estos lo utilicen con entera libertad pa­

ra el servicio de sus intereses particulareso 

La discrepancia doctrinaria que se plantea sobre es-

te aspecto de la institución, que es posiblemente el más impor­

tante, no deja de ser remarcable. Son tan numerosos los trata­

distas que se pronuncian por una como por la otra concepción. 

Oppenheim considera que~ 

"Lo mismo que en el caso de nuevos Estados,- en 
la cuestión del reconocimiento de Gobiernos, el 
acto de reconocimiento es una función que el De­
recho Internacional permite sea resuelto por ter-
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ceros Estados, basándose en consideraciones es­
trictamente politicas" (28) o 

A su vez, el tratadista Gemma diceg 

"······ il n'y a pas une regle générale de droit 
international qui imposse aux ~tate la reconnais-
sance d'un gouvernement dans des conditions 
determinées; " (29). 

Sir John Fischer Williams dice que~ 

"Le point essentiel est que, dans· les conditions 
existantes du droit international, chaque Etat 
reste libre de reconna1tre ou non un gouvernement 
nouveau dans un Etat existant. Dans l'état actuel 
des choses~ ce n'est pas violer un regle de droit 
international que refuser la reconnaissance a un 
nouveau gouvernement ••• " (30). 

Y9 por último, el internacionalista Podestá Costa opi-

"El reconocimiento de un gobierno de facto -del 
mismo modo que el reconocimiento de un nuevo Es­
tado- es un acto facultativo" (31). 

Conocidos estos planteamientos, pasaremos a revisar 

las consideraciones que los autores citados y, en general otros 

más, estiman constituyen fundamentos de los mismos. 
, 

La primera de éstas, es un argumento que no carece 

de espectacularidad. Se suele exponer en el sentido de que el 

reconocimiento de un nuevo gobierno es un acto destinado a en-

trar en relaciones diplomáticas o a reanudarlas con el nuevo 

gobiernoo Cooo ningún ~stado tiene la obligación de mantener 

este u otro tipo de relaciones con otro Estado -dicen los sos­

tenedores de esta posición- y, éstas son consecuencia necesaria 

y única del reconocimiento, queda demostrado que el mismo es un 

acto discrecional. 
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Sin embargo, ha habido oportunidades en las cuales 

el reconocimiento no ha aparejado la implantación de relaciones 

diplomáticas, por lo menos de manera inmediata. De otro lado, 

tal como se ha expuesto en el Capitulo precedente, relativo al 

mantenimiento de la institución, los efectos del reconocimien­

to son, además del inicio o la reanu0ación de relaciones diplo­

máticas otros varios y muy importantes. 

opina que~ 

Al respecto, Oppenheim, a quien citamos nuevamente 

11 Un ~stado cuyo gobierno no obtiene el reconoci­
miento se ve privado de ejercer una gran parte 
de sus actividades, asi como de los privilegios 
que se derivan de la condición de miembro de la 
comunidad internacional . Es 9 por tanto, dificil 
admitir que la suspensión o la privación de los 
referidos privi l egios sea una materia no regula-
da juridicamente 11 

( 32). 

En lo que, aparte de la trascendencia que tiene para 

los Estados el reconocimiento de sus nuevos gobiernos, aprecia­

mos una contradicción en la que incurren varios de los defenso­

res de la con~epción politica del reconocimiento y sobre la cual 

volveremos más adelanteo 

Otro de los argumentos esgrimidos en defensa de esta 

concepción, es que la práctica de los Estados revela el carác­

ter discrecional del reconocimiento de nuevos gobiernos por cuan-

to, de hecho, algunos lo han obtenido y otros no. 

Antes de revisar más detenidamente este argumento, con­

sideramos pertinente formular una observación al respectoo Es­

ta, podría ser aplicable tanto al derecho interno como al inter-
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nacional y seguramente, seria defendida por todo estudioso del 

derecho . En efecto, no debemos perder de vista que las viola­

ciones reiteradas de una norma juridica no constituyen derecho. 

Este permanece siempre distinto de su incumplimi8nto 9 aún cuan-

do reconocemos que en el estado actual de las cosas, no existen 

en el campo internacional medios suficientemente eficaces para 

evitarlo en forma constante. 

Aclarado este punto, señalaremos de que la práctica 

de los Estados tiene una constante. En la mayoria de los casos 

en que se ha denegado el reconocimiento de un nuevo gobierno, 

han sido invocados criterios juridicos para justificarlos. No 

dejaria de causar estupor el que, por ejemplo, un Estado dene­

gara el reconocimiento alegando que el nuevo gobierno que lo 

solicita es inconveniente para la buena marcha del Estado que 

rige. Ello constituiria una intervención politica tan destaca-

da que seria rechazada, no sólo por el nuevo gobierno sino por 

la comunidad internacional. 
, 

Los Estados 9 pues 9 suelen declarar que conceden o no 

el reconocimiento a un nuevo gobierno en aplicaciÓn de princi­

pios juridicos. Y9 además, generalmente el reconocimiento es 

otorgado o denegado luego de que se ha efectuado 9 por parte del 

Estaco que lo otorga o deniega, una confrontación de los hechos 

con lo que considera norma aplicable. 

En algunas oportunidades 9 los Estados han pretendido 

reivindicar su derecho al otorgamiento o no del reconocimiento 

a un nuevo gobierno. ~ste hecho 9 que es alegado por los defen-
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sores de esta concepción~ siempre se ha producido en circuns­

ta~cias polémicas y~ por lo general~ como reacción al pedido 

del nuevo gobierno que invoca el derecho de ser reconocido. 

Al respecto, Jiménez de Aréchaga (h) señala queg 

"Lo que interesa o o •• no es tanto la reivindica­
ción teórica que hagan l0s Estados sobre la na­
turaleza juridica del acto mismo< sino la con­
ducta efectiva que sigan ••• " (33J. 

Y~ no se conocen casos en que los ~stados hayan pro­

cedido a denegar un reconocimiento simplemente por considerar 

inconveniente en el campo politico el otorgarlo~ o declarando 

que proceden asi para obtener ventajas en ese mismo campo. No 

puede dejarse, pues~ de considerar significativa la práctica 

de los Estados que~ en forma tan constante~ ha demostrado ce-

ñirse a consideraciones juridicaso 

Los Estados admiten, pues~ con esa práctica, la exis­

tencia de una norma juridicao Esta es de origen consuetudina­

rio y de aplicación casi universalo En el Capitulo siguiente 

procederemos a la revisión de los requisitos para que su apli­

cación sea procedente. 

Un último argumento en defensa de esta concepción, 

es el que se refiere a la organización del reconocimiento. Se-

gún esto, un doble aspecto de esta organización demuestra la 

discrecionalidad de su otorgamiento. Esta elucubración parte, 

a su vez, de un doble fundamento~ l) que el reconocimiento se 

otorga en forma individual por parte de los Estados y~ 2) que 

el mismo debe responder a una norma jurídicao 
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Este argumento significa, en cierta manera, un paso 

adelante hacia la concepción jurídica del reconocimiento, de­

terminado por la aceptación de la existencia de una norma ju­

rídicao 

En cuanto a que el reconocimiento se otorga en forma 

individual nos limitaremos a sefialar, por el momento, que el 

mismo admite otras, con lo cual se le resta eficacia a la pri­

mera parte de la argumentacióno Esta última, dice que los al­

cances de la norma jurídica son fijados por los propios Esta­

dos, con lo cual pueden libremente cambiarlos y que, además, 

corresponde a cada Estado la confrontación de los hechos a la 

norma jurídica precisada por él mismo. 

En cuanto a lo primero, es preciso sefialar que si 

bien en la práctica los ~stados fijan esos criterios, no les 

es lícito hacerlo 0e modo arbitrario sino en aplicación de una 

norma superior de derecho internacional, que está por encima 

de su voluntad. Si así no fuera, los Zstados tendrían el de­

recho de fijar las condiciones que consideraran procedentes 

para el otorgamiento del reconocimiento a un nuevo gobierno, 

sin que esas condiciones pudieran considerarse ilícitas o con­

trarias al derecho internacionalo Sin embargo, desde que mo­

tiva el rechazo no sólo del gobierno que solicita el reconoci­

miento, sino de la comunidad internacional la pretensión de es­

tablecer arbitrariamente las condiciones para el otorgamiento 

del mismo, se aprecia que los Estado s no pueden, lícitamente, 
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establecer criterios en la norma jurídica que aplicarán, que 

no hayan sido determinados previamente por el derecho interna-

cional. 

Por último, es cierto que la confrontaci6n de los he­

chos corresponde al Estado que debe otorgar el reconocimiento. 

Sin embargo, en la misma no puede proceder según su convenien­

cia política o de otra índole, por cuanto esa confrontación le 

corresponde por delegación del derecho internacional que, en 
, 
este como en otros aspectos, carece de un órgano que pueda efec-

tuarla por encima de los Estados. Su posición en este caso de~ 

be asemejarse a la del juez en derecho interno, que debe pro-

ceder sin tomar en cuenta su conveniencia particularo 

Independientemente de los argumentos que hemos esbo­

zado en contra de la concepci6n política o facultativa del re­

conocimiento, la misma admite otra severa crítica. En efecto, 

tal como lo señaláramos brevemente más arriba, sus sostenedores 

incurren, generalmente, en una notable contradiccióno 

Esta' podría expresarse manifestando que, a continua­

ción de sostener que el reconocimiento es un acto facultativo, 

señalan determinadas normas para la aplicación del mismo. Un 

autor, Spiropoulos, defensor de esta concepción, citado por Ji­

ménez de Aréchaga (h), lleva el planteamiento hasta su última 

consecuencia. Dice asi~ 

"•••••• todas las condiciones consideradas indis­
pensable-s para el reconocimiento de un gobierno 
de hecho, no son otra cosa que la expresión de 
consideraciones de oportunidad política" (14). 
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Esta vendría a ser la excepción. Si el reconocimien­

to de un nuevo gobierno es facultativo para los terceros Esta­

dos, no hay ni puede haber consideración alguna de tipo norma­

tivo. Su otorgamiento debe estar basado en consideraciones ex­

clusivamente políticas, tanto en lo que se refiere a la forma, 

como a la oportunidad o las condiciones exigibles. Cabria se­

ñalar, tan sólo, al internacionalista Podestá Costa quien, sos­

tenedor de la concepción política de la institución, posee un 

exhaustivo estudio titulado "Regles a Suivre pour la Reconnais-

sanee d'un Gouvernement deFacto". 

Por ello, consideramos que existe en este autor y en 

otros sostenedores de la concepción política del reconocimien­

to un matiz que los hace superarla. Estiman que el reconoci­

miento es un acto facultativo pero, admiten que su concesión 

debe estar condicionada a algunos pre-requisitos que. establece 

el derecho internacionalo Existiendo estos requisitos, el re­

conocimiento sería lícito pero no obligatorio. Sin ellos, el 
, 

reconocimiento constituiría una injuria para el gobierno de ju-

re. 

Este planteamiento es interesante pero no completo. 

El derecho internacional no puede limitarse a señalar cuáles 

requisitos son indispensables para que el reconocimiento sea li­

cito sino que, además, debe precisar los que sean suficientes 

para que proceda como obligatorio porque, de modo distinto, de­

jaría abierta la posibilidad a los Estados de que exigieran al-
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gunos que significarían intervención en los asuntos internos 

de otro Estado, con lo cual se regresaría a la primera etapa 

del reconocimiento como acto político, con las graves viola­

ciones que el mismo infringe al derecho internacional. 

Por lo expuesto, consideramos con internacionalistas 

como No~l Henry, Sepúlveda, Scelle, Jim~nez de Ar~chaga (h) y 

Fauchille, que el reconocimiento de nuevos gobiernos constitu­

ye un deber jurídico cuando ~stos reúnen determinados requisi­

tos fijados por el derecho internacional. 

Al respecto, el tratadista Antokoletz dice~ 

"Sería- un acto de intervención el negarse, sin 
motivo, a reconocer a un gobierno de facto gene­
ral, de suficiente estabilidad y efectividad ••• 
o o" ( 3 5) • 

El internacionalista Scelle opina que: 

"La reconnaissance ~tant constatation est due, 
ou si l'on pr~fere obligatoire, car il ne peut 
d~pendre de l'autorit~ public charg~e de la cons­
tatation d'un fait ou de la r~gularité d'un acte, 
d'en fait varier les effets voulus par le droit 
positifi encore moins d'en contester la matéria­
¡itéo a reconnaissance ne peut done jamais etre 
conditionnelle o contractuelle •••• " (36). 

A su vez, Strupp opina lo siguiente: 

"Done, on peut dire, en harmonissant l'ancien et 
le nouveau droit~ des lors qu'un nouveau gouverne­
ment r~pond a des conditions gén~rales, •••• un 
refus de la reconnaissance par d'autres Etats 
équivandroit a une contestation de la l~gitimit~, 
question d'ordre intérieur, et constituerait de 
ce chef un d~lit international commis par le moyen 
d'une intervention illicite, dirig~e contre l'autre 
Etat" ( 37) • 

Por último, citaremos al tratadista Foignet, quien di-



- 43 -

ce lo siguienteg 

"•••••• lorsque le nouveau gouvernement est 
accepté par la majorité des citoyens et qu 1il 
est assez fort •••• il doit etre reconnu par 
les autres Etats. Un refus pourrait ~tre con­
sidéré comme un acte d 1hostilité et servir de 
causse a la fuerra" ( 38) • 

Aún cuando nos parece excesiva la represalia que au-

toriza este tratadista, no deja de ser significativa la impor-

tancia que concede, con esta posibilidad, a la obliga tor~c ~~~ 

del reconocimiento. 

Hemos señalado anteriormente que los Estados se han 

cuidado siempre de alegar, como fundamentación del no reconoci· 

miento de un nuevo gobierno, la ausencia de los requisitos ne­

cesarios o bien, han invocado algunas condiciones indebidas. 

Es más, llegado al poder un gobierno de facto, se produce un 

periodo de incertidumbre, en el cual los terceros Estados ana~ 

lizan la situación con el objeto de determinar si el mismo de­

be ser reconocido. Transcurrido un lapso prudencial, los Esta~ 

dos suelen haqer públicas, por medio de Comunicados o declara­

ciones de sus representantes autorizados, las razones por las 

cuales no se concede el reconocimiento. En ellos, nunca se ha 

invocado como fundamento el deseo de no mantener relaciones con 

el gobierno del que se trata por razones de conveniencia polí­

tica. Por regla general, las razones invocadas en esas oportu­

nidades son condiciones que no pueden exigirse desde el punto 

de vista del derecho internacional, pretendiendo de esa manera 

encubrir razones particulares de orden político. Creemos, pues~ 



- 44 -

que esta práctica demuestra que los Estados consideran el re­

conocimiento como un deber ya que de no ser así, los supuestos 

escrúpulos con que actúan serían absolutamente innecesarioso 

Además, en el ca so de que el Estado cuyo nuevo gobier-

no no hubiera obtenido el reconocimiento por parte de ot r o, ex­

perimentando con tal motivo un perjuicio material, nada i mpide 

que plantee una reclamación ante un tribunal internacionalo En 

el supuesto de que dicho tribunal internacional tuviera juris­

dicción obligatoria para los Bstados, el punto central de la 

controversia seria el de si el reconocimiento fue denegado jus-

ta o injustamente. 

No se debe dejar de tener en consideración que la po­

sibilidad de que sea aplicada una sanción internacional a un 

Estado que injustamente deniega un reconocimiento debido, abona 

efectivamente la conce pción jurídica de la institución. 

De otro lado, el derecho internacional concede al nue­

vo gobierno la posibilidad de aplicar represalias contra el Es-
1 

tado que injustamente se niega a reconocerlo. Ello nos conduci-

ría, nuevamente, ante este supuesto tribunal internacional en 

el cual se debatiría si estas represalias eran justificadas o 

no, en relación con lo justificado o no de la denegatoria del 

reconocimiento o 

Una forma corriente de ejercer represalias, es la ne­

gativa del gobierno que pretende el reconocimiento, a continuar 

manteniendo relaciones oficiosas con los agentes diplomáti cos 
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del Estado que lo deniega. Esta forma, que es proporcionada, 

es generalmente eficaz. Los Estados suelen verse obligados a 

otorgar el reconocimiento, con el objeto de poder hacer las re­

presentaciones necesa r ias ante el nuevo gobierno, tendientes a 

defender los intereses de sus nacionales y adelantar otros asun-

tos. 

Hay, sin embargo, formas desproporcionadas. La de­

claratoria de guerra sería la más extremada, siendo por añadi­

dura una violación del derecho internacional de mucha mayor gra-

vedad que la negativa del reconocimiento. 

A la suspensión de relaciones oficiosas con los repre-

sentantes del Estado que no reconoce, pueden ir sumándosela otras 

medidas de mayor importancia. Estas no deben ser desproporciona-

das al perjuicio que se esté irrogando al nuevo gobierno con el 

no reconocimiento. 

Por lo expuesto, consideramos que el reconocimiento de 

nuevos gobiernos es un deber de los terceros Estados y, correla-
' 

tivamente~ un derecho que asiste a dichos gobiernos. Pero na de-

bemos perder de vista que el reconocimiento es fundamentalmente, 

un acto de constatación. Como tal, debe estar condicionado p~r 

ciertos requisit~s que lo convierten, a la luz del derecho inter­

nacional, no sólo en lícito sino en obligatorio. 

La naturaleza jurídica de la institución ha sid~ reco-

nocida, además, por la Comisión de Jurisconsultos que, en su re­

unión de Río de Janeiro, 1927, elaboró un proyect~ de Convención 
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sobre Estados, cuyo artículo respectivo, el No. 8, se ha in­

cluido en el Apéndice. 

Finalmente, consideramos que a esta concepción jurí­

dica de la naturaleza del recono cimiento adhieren, en forma 

parcial, la Resolución XXXV de la IX Conferencia Internacio­

nal Americana? de Bogotá, 1948, por su referencia a las conse­

cuencias de este acto; y, íntegramente, el proyecto sobre "Re­

conocimiento de Gobiernos de Facto"elaborado por el Comité Ju­

rídico Interamericano para la consideración de la X Conferen­

cia Internacional Americana de Caracas, en la cual fue poster­

gada. Ambos documentos se incluyen, asimismo, en el Apéndice 

a este trabajo. 

Pasaremos a examinar, pues, en los capítulos siguien­

tes~ los requisitos exigibles para reconocer, y, entre aquellos 

cuya invocación es violatoria del derecho internacional, el de 

la legitimidad. 

(28) L.M.A. Oppenheim LL.D., Op. cit. Pg. 138. 

(29) Scipione Gemma, Les Gouvernements de Fait (París, Recueil 
des Cours, Académie de Droit International 
1924? Librairie Hachette, 1925). Pg. 334. 

(30) Sir John Fischer 1~illiams, K.c., La Doctrine de la Reconnai­
ssance en Droit Interna­
tional et ses Développe­
ments Récents (París, Re­
cueil des Cours, Académie 
de Droit International 1933, 
Librairie de Recueil Sirey, 
1913~. Pg. 243 . 
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(31) L.Ao Podestá Costa~ Perecho Internacional Público (Buenos 
Aires, Tipográfica Editora Argentina, 
1955)o Pg. 150. 

(32) L.N.A. Oppenheim LL.D., OJ2 o cito Pg. 138. 

(33) Eduardo Jiménez de Aréchaga (h), OJ2. cito Pg. 46. 

(34) Eduardo Jiménez de Aréchaga (h), OJ2 o cit. Pg. 59. 

(35) Daniel Antokoletz, OJ2 o cit. Pg. 558. 

(36) Georges Scelle, ~ cit. Pg. 388o 

(37) Karl Strupp, Les· Regles Générales du Droit de la Paix (Pa­
ris, Recueil oes Cours, Académie de Droit· 
International~ Librairie du Recueil Sirey, 
1934)o Pgo 454o 

(38) René Foignet, Op. cit. Pg. 130. 
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CAPITULO V 

~EQUISITOS EXIGIBLES PARA RECONOCER 

Los estudiosos del derecho internacional consideran 

de manera casi unánime, incluyendo a los partidarios de la con­

cepción facultativa del reconocimiento, que un primer requisi­

to es el de la efectividad del nuevo gobierno. 

Indudablemente, el primer deber de un gobierno, cual­

quiera que sea su origen, es ejercitar su autoridad. Sin auto­

ridad, no hay propiamente gobierno, aun cuando se suele denomi­

nar asi al conjunto de personas que son titulares de ciertos 

cargos públicos. Si en el plano interno se comprende la nece­

sidad del ejercicio de autoridad, cuanto más no será necesaria 

en el internacional, en el cual el gobierno es la entidad auto­

rizada para hablar en nombre del Estado y comprometerlo. 

Revisando el asunto, siempre desde el punto de vista 
1 

del problema de reconocimiento de nuevos gobiernos, se compren-

de porque los Estados no pueden extenderlo sino a aquellos que 

lo son efectivamente. 

La efectividad del gobierno es un requisito sin el 

cual no se puede producir válidamente un reconocimiento. Si un 

Estado extendiera un reconocimiento como gobierno, a un conjun­

to de personas que no ejerce autoridad, estaria atentando con­

tra el derecho internacional. 
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El internacionalista Ulloa, refiriéndose al origen 

histórico de este requisito, dice lo siguiente ~ 

" •••••• en el reconocimiento de los gobiernos se 
han caracterizado, universalmente, dos grandes 
etapas. En la primera, dentro de la fórmula pro­
pugnada por Grotius, el reconocimiento de un nue­
vo príncipe dependía de su legitimidad. Pero ello 
implicaba la calificación de Derecho Interno sobre 
la constitucionalidad de un régimen extranjero. 
Aún dentro de la época clásica, Vattel modificaba 
•••• la doctrina de Grotius para decir que no ha­
bía regla más segura, en tal orden, que se guir la 
posesión" (39). 

Y, algo más adelante señala un hecho que no deja de 

tener profunda significación en lo que a este asunto respecta. 

Dice así~ 
11 Bueno es anotar •••• que dos de las diplomacias más 
notables de la Historia, la de Inglaterra y la de 
la Santa Sede, se han inclinado, casi invariable­
mente, a tratar con ••• 'los detentadores reales del 
poder 1 " ( 40) • 

Lo que, además, nos pone en conocimiento de uno de los 

inconvenientes de la calificación sobre la legitimidad de los re­

gímenes de gobierno, asunto sobre el cual volveremos con mayor 

detenimiento. • 

Scelle, refiriéndose al requisito que tratamos, dice 

lo siguiente : 

"Le fait-condition qui joue ici, c'est la possesión 
du pouvoir ••• fait matériel qui joue par ailleurs un 
grand role dans l'attribution traditionnelle des 
competénces. La premiere condition ••• c'est le 
gouverner effectivement ••• La communauté internatio­
nale est obligée de tenir compte de ce fait et de 
reconnaitre la compétence des gouvernement de fait" 
(41 • 

A su vez, el tratadista Larnaude opina que g 
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" ••• les gouvernements étrangers peuvent reconnaitre 
un nouveau gouvernement! quelle que soit son origi­
ne, des qu'il leur para1t réunir les conditions 
d'un gouvernement obéi, susceptible de représenter 
1 'Et a t, •• o • " ( 42) o 

Debemos señalar, que este primer requisito, es consi­

derado igualmente como fundamental, por autores como Diaz Cisne­

ros, Fauchille, Fiore, Podestá Costa, Oppenheim, Strupp, Accioly, 

Rousseau y otros más. En este sentido, la doctrina universal se 

pronuncia a favor de este requisito como paso previo e impres-

cindible para que se pueda producir el reconocimiento del nuevo 

gobierno. 

El punto en el cual se plantea la controversia doctri­

naria y práctica, es en el del criterio aplicable para conocer 

si un gobierno posee esta caracteristica de efectividad. 

Los planteamientos hechos para tratar de resolver es­

te problema han sido de diverso tipo. Consideramos que se les 

podria agrupar en, de un lado, los que fijan criterios objetivos 

como suficientes y, de otro, que supone en la práctica una apre-
, 

ciaci6n más sutil pero, a la vez, más acertada del problema, los 

que incluyen consideraciones sobre la aquiescencia popular y 

otros aspectos. 

Los criterios obje t ivos señalados por la doctrina y la 

práctica inte rnacional han sido muy diversos. 

Una primera enunciación estimaba que el gobierno que 

ejercia autoridad en la capital de un Estado, debia ser conside­

rado como el Gobie rno del mismo. No creemos necesario hacer ma-

~ 
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yores comentarios sobre este criterio que 9 como es fácil suponer 9 

permitiría la posibilidad de que un grupo audaz, apoderándose 

por determinado período de la ciudad capital fuera considerado 

gobierno del Estadoo 

En cambio 9 el internacionalista Podestá Costa 9 quien 

se ha preocupado profundamente por los alcances de este proble­

ma9 en su ya citado estudio titulado 11 Régles a Suivre pour la 

Reconnaissance de un Gouvernement de Factotr y en otros sobre el 

Derecho Internacional,procura hacer una ~ ~e t erminaci6n prec i sa del 

problema que sirviera de guía a los Estados ante la aparición 

de un gobierno de facto. 

Dice el autor citado ~ 

nEl gobierno de facto podrá ser reconocido cuando 
reúna las siguientes condiciones: 10 Autoridad 
efectiva con probabilidades de estabilidad y con­
solidación, cuyas órdenes sean acatadas por la po­
blación, principalmente en lo que respecta a im­
puestos y servicio militar? 20 Aptitud para cum­
plir las obligaciones internacionales preexisten­
tes, contraer nuevas y respetar los deberes esta­
blecidos por el derecho internacionaln (43). 
' 

Lamentablemente, el planteamiento objetivo es i ncomple·-

to en este autor. Si bien es posible obtener por medios de fuer­

za las contribuciones que señala Podestá Costa 9 durgnte algún 

tiempo, la necesidad de la aplicación de ellos denota la presen­

cia de un aca tamiento impuesto violentamente. Ello obliga al au­

tor a hacer consideraciones sobre las probabilidades de estabili­

dad y consolidación de ese nuevo gobierno 9 las que lo apartan del 

criterio objetivo en sentido estricto. 
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La diferenciación entre los poderes tradicionales del 

Estado: Legislativo, Ejecutivo y Judicial, ha sido un criterio 

propuesto, dentro de este mismo grupo. En la práctica, al sur-

gimiente de un nuevo gobierno, los tres o 9 por lo menos dos de 

los poderes tienden a agruparse. No es 9 pues 9 suficiente ni me­

nos necesario, que esta separación se produzca para que haya un 

gobierno efectivo. 

Por lo expuesto consideramos que la aplicación de cri-

terios objetivos al estudio de este asunto, no es suficiente pa­

ra resolver el problema de si el nuevo gobierno es efectivo. 

Es más sutil 9 pero más apropiado, buscar la demostra­

ción de la efectividad del nuevo gobierno en la aquiescencia po­

pular. Esto no implica que se prescinda completamente de algu­

nos criterios objetivos, sino que 9 tal como ya se ha señalado 9 

los mismos son insuficientes por sí solos para resolver esta 

cuestión. Complementados con los aspectos que demuestran la 

aquiescencia popular, se presentará entonces, ante el concierto 
. , 

internacional, el cuadro de un gobierno que reúne este requisi~ 

to de la efectividad. 

La forma más precisa por la que se podría demostrar 

la aquiescencia del pueblo a un nuevo gobierno sería mediante 

el plebiscito, la consulta eleccionaria o la ratificación po­

pular. Sin embargo 9 la utilización de esos medios, no es indis­

pensable a los nuevos gobiernos para demostrar que cuentan con 

la aquiescencia del puebloo Esto es así por cuanto el término 
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"aquiescencia", implica fundamentalmente consentimiento y no 

supone la necesidad de la existencia de aprobación y, menos aún, 

de elección que resultaría en el gobierno escogido por el pue­

blo. 

La práctica de dos Estados~ Inglaterra y los Estados 

Unidos de América, se ha adaptado generalmente a este criterio. 

Hás adelante revisaremos la posición legitimista del Presidente 

Hilson, que constituye excepción? asi como sus consecuencias. 

Por ello, consideramos que el nuevo gobierno debe en­

contrarse en posesión de lo que se denomina "maquinaria adminis­

trativa del Estado". Sin embargo, no basta con la existencia 

de esta posesión sino que a ella, la masa de la población debe 

prestarle acatamiento. Además,este acatamiento debe ser pacífi­

co, entendiéndose por esto, en general, la falta de una resis­

tencia armada u organizada. Sería antijurídico demandar de un 

gobierno de facto el acatamiento de todos los ciudadanos, elemen­

to del que hasta carecen, en algunas oportunidades, los gobier­

nos legalmente constituidos. 

Por esta razón, es que los Estados no suelen otorgar 

inmediatamente el reconocimiento a un nuevo gobierno que lo de­

manda, sino que esperan un plazo para examinar si este requisito 

que estamos revisando, el de la efectividad, se encuentra presen­

te. 

Y este examen de la situación, no sólo es una facultad 

que tienen los terceros Estados antes de reconocer sino que, ade-
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más, es un deber. Esto es asi, porque un Estado no puede ser 

responsable de los actos cometidos por un Gobierno suyo indebi-

damente reconocido por carecer de eficacia, en tanto que es res-

ponsable por los cometidos por uno eficaz aun cuando no haya si-

do reconocido. 

Y, por último, estas consideraciones tienen valor pa-

ra el caso que se ha venido en denominar 11 reconocimiento prema-

turon de nuevos gobiernos. 

A este respecto, el tratadista Baty, citado por Jimé­

nez de Aréchaga (h), dice lo siguiente~ 

rr ••• en tanto que el antiguo gobierno se mantenga 
en cualquier parte considerable del territorio, 
representa por si solo la continuidad del Estado; 
y hasta que no haya ya ninguna probabilidad razo­
nable de que pueda derrocar al nuevo gobierno per­
manece como gobernante 'de Jure' de todo el Esta­
do" ( 44) • 

El 'reconocimiento prematuro', o sea el extendido sin 

que el nuevo gobierno tuviera tiempo de acreditar, a la vista de 

los terceros Sstados en forma fehaciente su efectividad, ha sido 

fuente de numerosos y desafortunados conflictos y resentimientos. 

Además, este tipo de reconocimiento es intervencionista y como 

tal atentatorio del derecho internacional. 

Pero, para que el reconocimiento sea debido, se suele 

exigir una segunda comprobación. Esta es la de que el nuevo go-

bierno tenga lo que se ha venido en denominar: "capacidad y vo­

luntad para cumplir las obligaciones internacionales", también 

conocido como "responsabilidad del nuevo gobierno". 
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Jiménez de Aréchaga (h), quien ha estudiado detenida-

mente este aspecto del problema, dice al respecto lo siguiente~ 

nEl empleo de esta noción de 'responsabilidad in­
ternacional ' comfr condi ción del reconocimiento, 
o más- exactamente, como excusa válida para no reco 
nocer, implica la imposición de una sanción no co~ 
activa, destinada a lograr el acatamiento de las 
normas -del Derecho Internacional. Y esta forma de 
sanción, que aplica el propio perjudicado, es de 
ejercicio puramente facultntivo y no preceptivo, 
porque el interesado puede renunciar a su empleo, 
así como cabe renunciar a todo beneficio acordado 
por el ordenamiento jurídico" (45). 

Lo cual viene a indicarnos que esta segunda condición 

no es propiamente tal, sino más bien, una opción que concede el 

derecho internacional a los terceros Estados para no otorgar el 

reconocimiento, con ca~ócter de sanción, al nuevo gobierno que 

no demuestra responsnbilidad . Por ello, los Estados pueden re­

nunciar a esa posibilidad de sanción y tratar de obligar al nue~· 

vo gobierno al cumplimiento de sus obligaciones por otros medios 

contemplados en el derecho internacional. ~sto supone, en con­

secuencia, que la ausencia de responsabilidad de un nuevo gobier-
, 

no no e s impedimento para reconocerlo, a diferencia de la fa l ta 

de e f ectividad que viene a ser, con toda propiedad, una condición. 

En sentido análogo se pronuncia el tratadista Noel Hen-

r y, quien dice así: 

"S'il est vraie que, pour qu'une reconnaissance de 
gouvernement so i t justifiée, il suffit que le gou­
ve~:-nement en que st i on soi t effe ctif, •• • lorsqu ' -11 
s'agit de savoir si la reconnaissance est due, une 
autre condition est necessaire . Le nouveau gou­
vsrnement,continuateur des gouvernements précédents, 
doit se déclarer pret a assumer les obligations . 
internationales ••• " (46) . 
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De este modo, un nuevo gobierno que no declara su res­

ponsabilidad internacional, no por ello deja de estar sujeto a 

la misma sólo que los terceros Estados que le otorgan el recono­

cimiento en estas circunstancias, consideran más conveniente la 

utilización de otros medios que concede el derecho internacional 

para obligar a dicho gobierno al cumplimiento de sus compromisos 

internacionales. 

Este requisito complementario, cuya presencia conjun­

tamente con la efectividad, transforma el reconocimiento de un 

nuevo gobierno en deber para los terceros Estados y, en conse­

cuencia, derecho perseguible por ese mismo gobierno, ha tenido 

una formulación histórica posterior. De otro lado, el caso de 

que dos Estados no estén ligados por acuerdos internacionales, 

abona en favor de lo sostenido de que esta condición es sólo fa­

cultativamente utilizable por los terceros Estados ya que, en 

este supuesto, su reclamación vendría a ser a todas luces inne­

cesaria. 

Por otra parte, tanto un sector de la doctrina inter­

nacional sobre la materia cuanto la práctica de los Estados y, 

esta última, fundamentalmente en lo que se refiere al reconoci­

miento del régimen soviético instaurado a raiz de la revolución 

de 1917, han considerado que la responsabilidad del nuevo gobier­

no debe abarcar dos aspectos. De un lado, la capacidad de cum­

plir los compromisos internacionales. De otro, la voluntad de 

hacerlos 
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Por lo enunciado, consideramos que se recae nuevamen­

te en las limitaciones de esta condición ya que la capacidad de 

cumplir los compromisos internacionales, es propiamente una con­

secuencia de la efectividad del nuevo gobi erno. Dicho de otro 

modo, la capacidad de cumplir las obligaciones internacionales 

es un aspecto o, si se quiere, prueba complementaria de la efec­

tividad del gobierno que persigue el reconocimiento. 

En cuanto a la voluntad, señalaremos tan sólo que es 

un aspecto subjetivo de muy difícil apreciación. Es relativa­

mente poco frecuente el caso de que un nuevo Gobierno formule 

reservas en ese sentido o que un tercer Estado considere que el 

mismo no posee esa disposición. Revisaremos algo más detenida­

mente este problema, conocido también con el nombre de requisito 

subjetivo del reconocimiento. 

Para ello, es preciso tener en cuenta un principio bá­

sico de Derecho Internacional conocido como el de la continuidad 

de los Estados. Según éste, el Estado permanece el mismo a des­

pecho de los cambios de tipo potltico-gubernativo que se hubieren 

producido en su interior. Este seria el primer aspecto de la 

fundamentación del requisito y, otro de tipo práctico, seria el 

preguntarse qué garantía pueden tener los Estados para contratar 

entre ellos si sus acuerdos pudieran ser desconocidos por volun­

tad de uno de los gobiernos. 

Este requisito es pues, propiamente, una posibilidad 

de sanción que tienen los terceros Estados para obligar al nuevo 
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gobierno al cumplimiento de los compromisos. Además~ hay que 

tener en cuenta que aun como sanción~ puede en oportunidades re­

sultar ineficaz o prestarse a abusos. 

En el primer caso , los nuevos gobiernos cuyo reconoci­

miento se viene denegando por ese motivo~ suelen postergar la 

consideración de las reclamaciones que pudieren formularse sobre 

incumplimiento de obligaciones internacionales para después de 

que se practique el reconocimiento. En estas circunstancias~ 

puede producirse entre un Estado y un nuevo gobierno el siguien­

te circulo vicioso: si no cumple sus compromisos internaciona­

les~ no se le reconoce y, del otro lado; si no se me reconoce, 

no acepto reclamaciones sobre compromisos internacionales. 

Por ello es que los Estados, después de un fallido in­

tento de aplicar esta sanción lícitamente~ suelen reconocer al 

nuevo gobierno con el objeto de buscar por los medios de la ne­

gociación diplomática el cumplimiento de las obligaciones que 

dicho gobierno ha intentado desconocer. 

De otro lado, el no-reconocimiento es abusivo y por 

ende antijuridico, cuando su otorgamiento se condiciona a la 

concesión de ventajas. La teoria y los acuerdos internaciona­

les, han rechazado enérgicamente esta forma de "chantage" que, 

lamentablemetite~ ha sido de amplia difusión en la práctica, cons­

tituyendo sucesivas violaciones del orden internacional. De es­

te modo~ las exigencias que pudieran plantearse a un nuevo gobier­

no, deben ser siempre ajustadas a los compromisos vigentes y es 
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indispensable la exclusión de reclamaciones políticas arbitra­

rias y el aprovechamiento de la situación para tratar de crear 

otras nuevas. 

En la práctica internacional, al asumir el poder los 

nuevos gobiernos, suelen hacer pública su decisión de dar fiel 

~umplimiento a los compromisos internacionales a los que están 

obligados. Sin embargo, en algunas oportunidades estas declara­

ciones no han sido formuladas. Es en este último caso, que por 

lo demás va siendo muy raro, en el que los terceros Estados de­

ben esperar para tener conocimiento, a través de los hechos del 

nuevo gobierno si existe o no voluntad de cumplir con las obli­

gaciones internacionales y, en consecuencia, encontrarse facul­

tados para decidir licitamente si deben aplicar o no la sanción 

del no-reconocimiento. 

En este campo de la responsabilidad de los nuevos go­

biernos, parécenos pertinente revisar una Resolución adoptada 

por el Comité Consultivo de Emergencia para la Defensa Poli ti ca 
' 

del Continente que funcionó en la ciudad de Hontevideo durante 

la Segunda Guerra Mundial. En esa Resolución, se acordó reco­

mendar que los ~stados americanos no debian proceder al recono­

cimiento de nuevos gobiernos surgidos en el Continente, por me­

dio de la f~erza, antes de consultarse entre si con el objeto 

de determinar si cumple los compromisos en materia de defensa y 

para el conocimiento de las circunstancias que determinaron su 

implantación. El texto de la Resolución se incluye en el Apén-
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Al respecto, el tratadista Antokoletz dice que~ 

n:3;s una solución de emergencia, propia del Estado 
de guerra que la motivó, pero inadecuada en tiem­
po de paz 2 porque afecta la regla de la no-inter­
vención11 ( 47) • 

En este mismo sentido se pronuncian otros tratadistas. 

Sin embargo, consideramos que una más acertada redacción de es­

ta Resolución hubiera evitado las muy fuertes críticas que se 

le hicieron. Más adelante revisaremos como es que las consultas 

previas al reconocimiento pueden estar ajustadas al derecho in-

ternacional y, en consecuencia, no ser fuente ni motivo de in­

tervención en los asuntos internos de los demás sstados. 

Debemos señalar, además, la transplantación que se ha 

hecho de la llamada Doctrina Stimson o del no-reconocimiento de 

situaciones surgidas con desconocimiento del derecho internacio-

nal al campo del reconocimiento de nuevos gobiernos. ~n princi­

pio, la aplicación de la doctrina es acertada. En el supuesto 

caso de que f4erzas extranjeras invadieran el territorio de un 

~stado e implataran en él, con desconocimiento del derecho inter­

no y del internacional, un gobierno de facto, poca justificación 

asistiría a ese gobierno en su pedido de reconocimiento, por 

cuanto él mismo tuvo su origen en una actuación violatoria del 

derecho internacional. Por ello, el reconocimiento le puede ser 

denegado sin que esta decisión atente contra el derecho interna­

cional. 
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Con lo expuesto, bastaria para que el reconocimiento 

proceda como debido, en los casos en que se dan los dos requisi­

tos y como licito en el de que sólo exista efectividad. No obs­

tante, la práctica y hasta en algunas oportunidades la doctrina, 

han insistido en la demanda de otro u otros que, como trataremos 

de demostrar en el capitulo siguiente constituyen, en el estado 

actual del derecho internacional, requisitos antijuridicos. 

(39) Alberto Ulloa, ~ ci~. Pg. 178 . 

(40) Alberto Ulloa, Op. cit. Pg. 178. 

(41) Georges Scelle, Qn. cit. Pg. 383. 

(42) F. Larnaude, Les Gouyernements de Fait (Parfsg Revue 
Générale de Droit International Public, A. 
Pedone, Librairie-Editeur). Pg. 476. 

(43) L.A. Podestá Costa, Derecho •••• Op. cit. Pg. 159. 

(44) Sduardo Jiménez de Aréchaga (h) 9 Op . cit. Pg. 95. 

(45) Eduardo Jiménez de Aréchaga (h) 9 Op. cit. Pg. 100. 

(46) Noel Henry , La Doctrine Américaine en Hatiere de Recon­
ña-fssance des GoJJvernew=mts R.trangers. ( Paris·~ 
Revue Générale de Droit International Public, 
A. Pedone, Librairie-Editeur, 1928). Pg. 266. 

(47) Daniel Antokoletz, Op. cit. Pg. 546 
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CAPITULO VI 

L A L E G I T I M I D A D 

He::10s señalado en el capítulo precedente que? en 

oportu~údad es s e exige para el reconocimiento de gobiernos 

algunas condici ones que son antiJurÍdicas . En general, po­

dría decirse q ue estas condiciones son de dos grand es tipos: 

de un lado , las que demandan del nuevo gobierno alguna f or¡na 

de le gitii.:üdad y, de otro , las que se rela cionan con el com­

portarüento del misrüo . 

Revis a r e!ilos, en primer término, la exigenci a de 1~ 

gitimidad , que a Elás d e ser antijurÍ dica j_)ara el reconocimien 

to de gobi e r Dos , es el p retexto de las intervenciones más es ­

candalosa s e11 los a s L1.11tos internos de otros Estados . 

Pa r,a er.1p ezar , indicaremos que una primera foLaa de 

exig enci a d e legitioidad , es la que se relaciona con l a suce ­

sión dinástica o iJonárc;_Lüca . Esta exigencia, que ha venido 

cayendo en d es us o ~)o r la sii,qle razón de las transformaciones 

polÍtica s c;_ue han tenido lugar dentro de los Estados, a lcan­

zÓ su n áxi :ilO exponente en la denominada 11 Santa Alianza'¡, inte ­

grada )Or varios Est ados europeos con el obJeto de procu rar la 

defens a de l a sucesión dinástica. Su aplicación en el terreno 

de la l)ráct i ca dio luga r a que los Estados miembros intervini&. 
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ran en los asuntos internos de los otros miembros . 

En ~)oca ya lejana, Andr~s Bello decía de este t~ 

po de U1úones lo siguiente: 

11 Supongrui10S que dos prÍncipes se hubie:tan 
obligado a mantenerse en el otrono el uno al 
otro~ este pacto se aplicaría a los casos en 
que una tercera potencia quisiese turbar a 
cualquiera de l os contratantes en la posesión 
del trono' pero sería monstruoso considerarlo 
COE10 una liga personal de ~stos contra los 
resj_Jectivos pueblos 11 (48). 

Hucho uás importante es en la actualidad , la exi-

gencia de legi tiEüsmo constitucional interno. Esto es as{, 

no sÓlo porque la mayoría de los Estados tiene normas funda-

mentales QUe regulen la sucesión gubernativa , sino por~ue es 

un pretexto que ha permitido y permite aún, la interferencia 

de algunos Estados en los asuntos internos de otro. 

La Íl1lilensa l!layoría de los autores consideran. que 

la exigencia de ests requisito es anti JurÍdica. El prOJ.Jio 

hinistro de Relacio11.es Zxteriores del Ecuador Dr . Tobar, 

autor de la cloctrina que lleva su nombre, re conoció eJoresa-

mente que la exigencia de este requisito constituía una for -

ma de intervención. 

La exigencia de legitimidad constitucional a los 

nuevos gobier11os niega? de plano, el derecho a la revolución. 

Según esto~ los gobiernos constituidos deben ser reemplaza-

dos por gobiernos originados de conformidad con lo previsto 

por la ConstituciÓü de cada Estado, so pena de enfrentarse 
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al aislarüiento internacional. 

Se ha planteado , además , en l a doctrina y la práQ 

tica internacional , una exigencia que no niega el derecho a 
1 

la revoluciÓD t a l corJo lo hace l a doctrina Tobar? sino que 

d emanda un2 reorganización constitucional del pafs respués de 

que un gobierno de facto haya asumi do el poder, como pasa 

previo al recanociDi ento del mis1:1o . 

Se a)re cia, de este modo, el error generalizado en 

que se L'lcLure al ex:;resar que la doctrina Tcbar fue recagi-

da por los tratados que v i ncularon a los Estados Centro-run~ 

ricanos y que fueron firmados en \tlashington en 1907 y 1923 .. 

La diferencia estriba en que mientras l a doctrina Tobar nie­

ga el derechJ ele los ~)Ueblos a la revol ución contra el gobi er. 

no consti tLüc:..o los tratados centro - americanos lo admi t e.t:. , pe-

ro , para CJ.t1e l')rocsda el reconocimiento del gobierno llegado 

a podeT l)Or ese li1edio , éste debe haber reorganizado el ~Ja..ls 

y hab er sido confirnado ~Jor l a voluntad del ;Jueblo l ibremen-

te ex~J re sada , Los tratados señal ados respond en 11ás bien al 

princi~Jio conocido COiJO la "legitimación consti tucional't . 

La polÍtica seguida lJor los .L!:stados Unidos de Amé-

rica , en materia ds reconocimiento de gobiernos , que desde 

los dÍas de Jefferson se guiaba por el requisito de l a efe c-

ti v i da0., sufrió una. lamentable excepción con la apli e ación, 

por parte del Presidente Wilson, de la doctrina que lleva su 
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nombre , 

De acuerdo con ella, l os Estados Unidos intenta-

ron otorgar el reconociiiüento solamente a los gobiernos que 

hubieran ll ec;ado al poder con observancia de las fon1as con~ 

ti tucional es lJ rescri-Gas o bien , hubieran sido l egitimados 

post eriorí:1ente . En realidad 7 l a ) ret ensión del Presidente 

norterunericano estaba dirigida a utilizar el no - reconocimi en 

to como arBa para promover el desarrol lo democrático de los 

pueblos del continente . Por el lo , los planteamientos del 

Presidm te Hilson se han hecho conocidos también como 11 mesia-

nismo coilst i tucionalii , 

~ 1 .. t• .wn a ~Jrac lea , la doctrina del Presidente nortea-

mericano ha tenido una aplicación confusa . ~n algunas opor-

tunidades los 2stado s Unidos reconocieron a gobiernos legiti -

mados constitucionah1edce y en otras no . Ademá s , la ~J regeren 

cia del Presidente vlilson por los regímenes consti tuci o~1ales 

no se detuvo, en el no - recon ocüaiento de los de facto, sino 

que se ll evó 2. escandal osas intervenciones que en al guiléts 

ocasiones fue ron hasta arcadas . 

: .. :a t ratadista Yepes, refiriéndose a la doctrina 

Wi l son dice lo que sigue; 

i1Cette conception messianique spéciale qu.e 
iülson avai t de la mission de son gouver nement 
a 1 1 égard de 1 1Amérique latL.1e 7 le meü¿:_ forcé ­
ment a une série d 1interventions qui, certes, 
ne constituent pas une page d 1honneur pour la 
diplomatie nord- américaine ••• Elle i r:1plique une 
1ngérence permanente dans les af f airs intérie u­
r e s des aut r es Eta t s . Elle s i gnifie que les Et ats 
U.~.us prétendent avoir l e droit de qualifier 
l a légitii:üté des g ouvernements étrangers¡¡ (49) . 
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La exigencia de legitimismo constitucional o de le 

gitimación :¡osterior, ha sido fuent e de tan desastrosas in-

tervenciones en el Continente americano que j_)rovocó, como 

reacción, los )lantealilientos de la Delegación del Ecuador a 

la Conferencia de lléxico de 1945 y el conocido como 11 Doctri­

na Estrada: 1 , a los qt,_e hemos hecho referencia en el CapÍtulo 

III. 

No es posible , pues 7 exigir a un gobierno que arri 

be al poder en forma constitucional ni que, si ~se fuera el 

caso, precise de una legitimación posterior. En todas las 

oportunidades en que estos requisitos se han exigido, se ha 

producido una intervención en asuntos inter11os de otro Esta-

do y, en consecuencia, se ha atentado contra el derecho in­

ternacional. Esta intervención ha sido particularmente no-

toria en el caso de los ~stados Unidos y los Estados Centro-

americanos. Estados Unidos no fue signatario de los trata­

dos que vincularon en una fo~ma tan especial a esos países 

y ajustó durante cierta época sus relaciones con los lilismos 

a esos tratados, con los lamentables excesos intervencionis-

tas que son ampliamente conocidos. 

El derecho internacional general, pues, no impone 

a los Estados una determinada forma de gobierno y, en conse­

cuencia, no puede exigirse de primera intención, la observan 

cia de formas constitucionales o la legitimación posterior 

para el reconocimiento de los gobiernos. Ello no obsta para 



- 67 .... 

que l os Est ados acuerden, creando de este modo un derecho iQ 

ternacional especial para los adherentes, determinadas pres­

cripciones que orienten su forma de gobierno. Este es un 

ideal cuya a~Jlicación corresponderá, esperan10s, a una etapa 

más avanzada del derecho internacional. Pero, en los actua­

les momentos, ese derecho internacional eSl) ecial no existe. 

Aun cuando se ha tratado de demostrar lo contrario en lo que 

respecta al Continente americano, c.reemos que lo que vincula 

a los países es, en la actualidad, una vocación democrática 

o si se quiere, un anhelo de que los pueblos se encuentren 

gobernados por un sistema que se suele considerar en Occideg 

te como el L1enos imperfecto encontrado hasta el momento: la 

democracia representativa . Sin embargo, insistimos una vez 

más, no existe en los actuales momentos un acuerdo interna­

cional que obligue a los Estados a darse determinadas formas 

de gobierno y, menos adn, que sefialen la forma en que estos 

gobiernos deb~n llegar al poder . 

Además!l y refiriéndose al segundo tipo de requisi­

tos cuya exigencia es antijurídica, debemos sefialar que alg~ 

nos autores han considerado que no se debe extender el reco­

nocimiento a gobiernos que hayan arribado al poder mediante 

la comisión de atrocidades. Al respecto, aun cuando recono-

cemos l as elevadas consideraciones humanitarias que han 

motivado este planteruniento, estimamos que el mismo sólo 

puede aspirar a servir de guía para la apreciación del requi-
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sito de efectividad. En efecto, se puede fund.adamente con 

sideral." que un gobierno que necesita de la coriüsión de 

atrocidades para su arribo al poder o para mantenerse en él, 

no cuenta con la aquiescencia popular, con lo que puede de-

negársele lÍcitamente el reconocimiento pero, de ninguna ma-

nera, por la comisiÓn de los crímenes en sí . 

En el Ca¿Ítulo precedente hicimos referencia a 

un~ Resoluci6n del Comité de Defensa Política que funcionó 

en :tvlontevideo durante la Segunda Guerra Nundial. Al hacer-

lo señalamos que en nuestra opinión, el acuerdo adoptado 

no es necesariamente intervencionista . En el presente Capí 

tulo, en el que hemos tratado de revisar las condiciones 

que no deben ser exigidas para extender el reconocimiento a 

un nuevo gobierno , procuraremos demostrar que el citado 

acuerdo no lesiona el principio de independencia de los Es -

tados . 

Citaremos a Jiménez de Aréchaga, quien se refiere 

a la actitud colectiva que se prescribe en esa resolución y 

que , a su vez , ha sido fuente de todas las críticas que se 

le ha hecho tratándosele de intervencionista. Dice " as1: 

11 Se ha dicho ••• que éste ' no reconocimiento 
colectivo, es una modalidad de intervención'. 
La expresión verbal de este concepto no es 
afortunada. La actitud colectiva en sí, 
no constituirá una intervención: ello depen­
de de las bases en que se sustente. Si se 
niega el reconocimiento por falta de efecti ­
vidad o de responsabilidad , no habrá nunca 
intervenci6n, sea aquél denegado por uno o 
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~or todos los Estados, procediendo aislada o 
concertadamente; si no se reconoce por falta 
de legitimidad o por aversión hacia la forma 
de gobiern.o,. la composición de éste, las ten 
dencias políticas o económicas de sus diri­
gentes, entonces habrá tal intervención, aun 
que fuere un solo Estado quien adopte esa 
conducta 11 (50). 

Y, en efecto, consideramos que esto es lo que pre­

tende la señalada Resolución; apreciar si el nuevo gobierno 

reúne efectividad y responsabilidad, referida esta Última, 

en el presente caso, a los acuerdos interrunericanos relati­

vos a la defensa del Continente . Nada obsta dentro del de-

recho internacional para que esta apreciación se haga cole~ 

tivamente. Es m~s, es deseable que se efectúe en esa forma 

porque los mayores elementos de juicio disponibles harán 

más realista la apreciación de los Estados . Sobre este a 

asunto volveremos en el Capítulo siguiente. 

(48) AD.drés Bello, op. cit. pg . 146. 

(49) J.M. Yepes, Les Problemes Fondamentaux du Droit des 
Gens en Améri~ue 

(París , Recueil des Cours, Académie de 
Droit International, Librairie du Recueil 
Sircy, 1934) Pg. 43. 

(50) Eduardo Jiménez de Aréchaga (h), op. cit. pg. 204. 

. . 
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CAPITULO VII 

ORGANIZACION DEL RECONOCIMIENTO 

Ni la doctrina ni la práctica internacional han consi­

derado detenidamente el problema de la organización del recono-

cimiento. En nuestra opinión, ello se debe a la vehemencia con 

que la mayoria de los Estados lo considera aún como acto de so-

berania. Se entiende así la extendida práctica de otorgarlo en 

forma individual. 

Sin embargo, consideramos que el otorgamiento indivi-

dual del reconocimiento por cada Estado a un nuevo Gobierno, es 

una posibilidad que se deja abierta para que se le pretenda uti­

lizar como medio para la obtención de ventajas indebidas. 

Por ello, el tratadista Scelle dice que~ 

"3n droit classique, la reconnaissance est un acte 
unilatéral qualifié d'a~te de souverain~té. Cette 
notion est inconcevable, puisque, la reconnaissance 
étant due, elle ne peut meme pas dépendre de con­
sidérations d'opportunité . Il s'agit d'une compé­
tence liée, mais en fait, la reconnaissance étant 
?onnée pour des raisons politiques, elle aboutit 
a des contradictions et a des conflits. · Aussi a­
t-on songé a l'organiser collectivement, en col­
laboration, afin d'arbitrer les marchandages po-
li tiques e •• fl (51) o 

3n lo que podemos percibir un medio más apropiado pa-

ra convertir el reconocimiento en lo que debe ser~ acto de cons-

tatación; desprovisto de la posibilidad de obtener mediante él 

ventajas políticas arbitrarias . Para ello, :debe irse caminando 
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hacia la no utilización del reconocimiento individual. Sin em­

bargo, es poco probable que se acuerde por los Estados el dese­

char la práctica actual para llegar inmediatamente al reconoci­

miento colectivo. Más lento pero más seguro, es el camino de 

la utilización de etapas intermedias para la consecución de ese 

ideal, conectando los diversos momentos por los que atraviesa 

necesariamente, el reconocimiento de un nuevo gobierno. 

En efecto, al arribar al pod,er un gobierno de facto, 

los Estados se preocupan de r eunir información sobre la situación. 

Esta información les es indispensable pues sin elementos de jui­

cio suficientes, ningún Estado se atrevería a extender el recono­

cimiento. 

Es en este paso en el cual se encuentra ya una primera 

forma de entendimiento internacional sobre el reconocimiento. 

Aquí los Estados intercambian informaciones sobre la situación 

manteniendo su independencia sobre las otras etapas del reconoci­

miento. Esto es lo que se denomina reconocimiento consultado. 

Esta 'forma de reconocimiento no es absolutamente nove 

dosa en el Continente americano. Desde hace cierto tiempo, las 

Cancillerías americanas las iniciaron con el objeto de que los 

elementos de juicio de cada una pasaran a conocimiento de las 

otras con lo que, aparte de mejorar la información se evitaba, 

en cierto modo, una apreciación tendenciosa de los acontecimien­

tos por parte de un Estado. 

La consulta es, además, una práctica que se ha venido 
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fortaleciendo hasta llegar a ser parte de convenciones america­

nas relativas no sólo al reconocimiento de nuevos gobiernos, si­

no también a otros importantes problemas. 

La Resolución XXII del Comité de Defensa Política del 

Continente, a la que ya hemos hecho referencia en el curso del 

presente trabajo, recomienda el procedimiento de la consulta. 

Hemos tratado de demostrar, en el Capítulo precedente, 

que la mencionada Recomendación no es violatoria del derecho in­

ternacional. El que algún Estado americano haya pretendido apo­

yarse en ella para realizar actos de intervención, no es sufi­

ciente argumento para denegarle su carácter legítimo. Además, 

consideramos que es conveniente que dicha recomendación se haya 

adoptado, por cuanto transformó una saludable práctica en conve­

nio internacional. Por último, puede repetirse aquí lo ya ex­

puesto sobre la importancia de la consulta como medio de frenar, 

ventilando a la luz de la observación de los Estados, las apre­

ciaciones tendenciosas conducentes a la antijurídica obtención 
' 

de ventajas injustificadas. 

Cuando los Estados han reunido los elementos de juicio 

sobre la situación del país en el cual un gobierno se ha implan­

tado, ha llegado el momento de considerar el paso siguiente pa­

ra extender el re conocimiento. Este es el momento de la decisióne 

En él los ~stados deciden si otorgar o denegar el reconocimiento 

basándose, generalmente, en los elementos de juicio que obran en 

su poder. 
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En este paso, también es posible encontrar una fórmu­

la de acción para el reconocimiento que supere las limitaciones 

de hacerlo individualmente. Esta fórmula es la que se conoce 

como reconocimiento concerta do y supone un avance hacia la colec­

tivización del reconocimiento. En ella existe, independientemen­

te de la consulta que puede haber sido efectuada o no 9 un acuer­

do mediante el cual los adherentes se comprometen a tomar una de­

cisión única sobre la procedencia de extender o denegar el reco­

nocimiento y, además, se obligan a actuar de conformidad con t a: 

decisión. Por lo demás, carece de significación el que la de ci ­

sión haya sido adoptada por unanimidad o por mayoria. Basta que 

los Estados se hayan comprometido a respetarla, según la f or ma 

del acuerdo. 

Sste criterio, que ha tenido en alguna oportunidad a ~· 

plicación práctica en el Hemisferio, ha sido fuente de acuerdos 

internacionales en Europa. Sin embargo reiterando lo que seña­

lamos al comienzo de este Capitulo, parece poco probable que los 
' 

Estados americanos consientan en adoptar el criterio propue sto 

que, si bien es más apropiado para la aplicación del derecho in­

ternacional, los obliga a una mayor renuncia de lo que conside­

ran sus facultades privativas. Consideramos conveniente repetir 9 

que esta forma de organización del reconocimiento es aún má s efi­

caz que la anterior para evitar los inconvenientes que surgen de l 

extenderlo individualmente, por cuanto prescribe una acción un~­

forme que ~r requerir la concurrencia de voluntades 9 ya que Lo 
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sólo de informaciones, es menos probable que se presente como 

atentatoria del derecho internacional y evita, además, que 

unos Estados reconozcan y otros no lo que, en la mayoria de las 

oportunidades, configura un absurdo o una forma de intervención. 

Ss de importancia secundaria el procedimiento median­

te el cual se llega al acuerdo de voluntades que requiere este 

tipo de organización del reconocimiento. En oportunidades el 

asunto ha sido planteado en el seno de un organismo internacio­

nal. Otras ha sido obtenido en el transcurso de una conferencia 

internacional o ha sido concertado por el cuerpo diplomático. 

Lo que en realidad importa, es que la concurrencia de volunta­

des estatales se encuentre presente y ésta, como es sabido, pue­

de manifestarse por muy variados conductos. 

Por último, llega el momento en que un Estado, frente 

al gobierno implantado en otro, debe hacer pública la decisión 

que ha adoptado sobre el reconocimiento del mismo. Esta etapa 

de exteriorización de la voluntad estatal, suele manifestarse 

por el otorgam1ento del reconocimiento o, generalmente, cuando 

se decide denegarlo, por un Comunicado Oficial explicativo de 

las razones que asisten a dicho Estado para haber adoptado esa 

grave determinación. 

Esta etapa puede ser cubierta, asimismo, en alguna de 

las formas que hemos venido revisando. Si se hace individual­

mente por un Estado, su manifestación recogeria y traduciria los 

inconvenientes que hemos señalado a la~ consideraci6n aislada-del 
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~bl~~~ Pero, esta etapa admite también la posibilidad de 

utilizar alguno de los medios de colectivización del reconoci­

miento que hemos venido recomendando y que se manifestaria en 

forma de reconocimiento conjunto o simultáneo. 

El reconocimiento conjunto implica, como se compren-

de, la manifestación única de la voluntad de varios 1stados. 

La simultánea, asimismo, significa la exteriorización indivi­

dual pero coincidente en el tiempo de las voluntades estatales. 

Esta última modalidad ha venido siendo preferida por 

cuanto, con su utilización, los Estados han considerado que man­

tenian, aunque sea formalmente, su independencia en estos graves 

asuntos. Parécenos conveniente señalar, sin embargo, que el re­

conocimiento conjunto ha sido aplicado, asimismo, en algunas 

oportunidades. 

Se ha presentado el caso de que el reconocimiento si­

multáneo se haya producido espontáneamente, lo que puede signi­

ficar una coincidente orientación de los Estados respecto de ese 
• 

mismo caso. En cambio, de producirse la exteriorización conjun-

ta de un reconocimiento concertado, se habria alcanzado la colec­

tivización absoluta .del re conocimiento. 

El profesor mexicano Sepúlveda, dice del reconocimien­

to colectivo lo que sigue~ 

"Por reconocimiento colectivo strictu sensu se de­
be entender aquél que se practica por la comunidad 
de Estados actuando in toto 9 a través de un orga­
nismo internacional que la represente al efecto ••• 
Desde luego, el reconocimiento colectivo propiamen­
te dicho sólo puede darse en una comunidad organi­
zada" (52). 
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En lo cual podemos entrever el cúmulo de dificulta­

des que apareja, en el momento actual, esta forma de organiza­

ción del reconocimiento que es la que consideramos más conve­

niente puesto que satisfaría los requisitos exigidos por el de­

recho internacional y evitaría los abusos que valiéndose del 

mismo se cometen en el presente. 

Partiendo de la base de que esta forma de organiza­

ción del rGconocimiento requiere, necesariamente, de la exis­

tencia de un organismo representativo de la comunidad interna­

cional y, no contándose en la actualidad con un instrumento in­

ternacional que permita la adecuada solución de este delicado 

asunto, los principales problemas se plantean, en este respec­

to, dentro de dicho organismo internacional y, generalmente, 

de modo indirecto. 

De esta manera~ y adelantando consideraciones a las 

que habremos de referirnos más detenidamente en el Capitulo re­

lativo a las formas del reconocimiento? es preciso revisar los 

problemas deri~ados del ingreso de un nuevo miembro al organis­

mo internacional y los que acarrea el cambio de organización 

política interna de uno de dichos miembros que 9 naturalmente, 

entendemos son los ~stados. 

Tal como habíamos manifestado en el Capítulo r, el 

reconocimiento de un nuevo Sstado involucra el del gobierno que 

en ese momento detenta el poder. Si el reconocimiento de un 

nuevo Estado se efectúa en forma colectiva mediante su admisión 
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al organismo internacional, parecería que se hubiera efectuado, 

asimismo, el reconocimiento del gobierno que rige a dicho Esta­

do. Sin embargo, la doctrina internacional no se ha puesto de 

acuerdo sobre este punto y hasta ha afirmado que la presencia 

de los ~stados en el organismo internacional genera entre ellos 

ciertos vínculos especiales que se agotan en el organismo inter­

nacional mismo. Además, en diversas oportunidades los Estados 

han hecho reservas formales en el sentido de que la presencia 

de la representación de determinados Estados en un organismo in­

ternacional no significaba, para ellos, el reconocimiento de los 

gobiernos de dichos Estados. 

Diferentes consideraciones habrían de hacerse sobre el 

problema de los Estado s en que hubieren ocurrido transformacio­

nes político-gubernamentales del tipo de las que estudiamos y su 

vinculación con el organismo internacional. En este caso, es de 

aplicación el principio de derecho internacional de la continui­

dad de los Estados. Bstos, conservan su personería internacio­

nal a despecho,de las transformaciones políticas que ocurran en 

su interior. En la práctica, las organizaciones internacionales 

admiten la re presentación de los agentes designados por el go­

bierno anterior mientras el nuevo no revoque los poderes que los 

acreditan. Pero, el problema se presenta muy complejo cuando en 

el Estado miembro existen dos facciones en lucha. ~n este caso, 

el organismo internacional debe dar preferencia a los represen­

tantes del gobierno de jure, en tanto que los hechos no demues-
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tren que el mismo ha perdido totalmente la efectividad y que~ 

en consecuencia 9 prácticamente ha dejado de ser gobierno. Por 

último, vale lo dicho para el caso anterior en cuanto que nin­

gún Estado considera que su presencia en un organismo interna-

cional lo obliga en determinada forma en lo que a reconocimien-

to de gobiernos se refiere. 

(51) Georges Scelle, Op. cit. Pg. 389. 

(52) César Sepúlveda 9 La Teoria v la Práctica del Reconocimien­
to de Gobiernos (México: Editorial de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Na­
cional Autónoma, 1954). Pg. 74. 
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CAPITULO VIII 

ORGANOS COMPET.3:NT3S PARA RECONOCER 

En el presente Capitulo, nos referimos brevemente a 

los órganos competentes para reconocer a un nuevo gobierno. En 

principio~ el problema es de competencia del derecho interno 

-generalmente el constitucional- de cada Estado. 

Por ello, habrá que buscar en el derecho constitucio­

nal respectivo, el órgano del ~stado con competencia para exten­

der el reconocimiento. Sin embargo, extrayendo una conclusión 

de la legislación comparada~ puede afirmarse que~ en la genera­

lidad de los casos~ el mencionado órgano es el Poder Ejecutivo. 

que sigue: 

El internacionalista Noel Henry dice al respecto lo 

"La reconnaissance est généralement effectuE:1e par 
la conclusion d'un traité, par l'envoie ou la 
réception de ministres, tous actes que le Président 
a ~ualité pour effectuer. Elle peut avoir lieu 
également par un simple échange de notes, le 
Pre sident·, chargé de la condui te de la poli tique 
E:1trangere, est encore qualifié pour 1 1accompli" 
(53). 

Esta es la regla general. La mayoria de los Estados 

acuerdan pl Jefe del Poder Ejecutivo, llámese Presidente~ Primer 

Ministro, etc., la responsabilidad de la conducción de las rela­

ciones exteriores del mismo. Por otra parte, aquellos Estados 

cuya Constitución no lo indica expresamente, reconocen que la 
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naturaleza del acto del reconocimiento hace pertinente que sea 

el Jefe del Ejecutivo, acompañado de su liinistro o Secretario 

de Relaciones Exteriores 9 si es el caso, quien extiende el reco­

nocimiento. 

Ello no significa en modo alguno,un abauono de las pr~ 

rrogativas que tienen los demás órganos del poder del Estado, 

sino que está basado en muy at~ndibles razones. 

En . primer término, es el órgano ~jecutivo del Estado 

quien tiene la información más completa sobre la situación del 

nuevo gobierno. Ya en esta etapa de la reunión de informacio­

nes, es únicamente el Ejecutivo quien dispone de los medios pa­

ra acumular los elementos de juicio necesarios. 

Además, el Poder Ejecutivo es quien tiene estableci­

dos9 por medio de su Ministerio o Secretaria de Relaciones Ex­

teriores o cómo se llame la repartición correspondiente y de 

sus agentes en el exterior, los contactos necesarios para exte­

riorizar la decisión que él mismo adopta, en virtud de la res­

ponsabilidad qÚe generalmente le corresponde. A mayor abunda­

miento, cabria señalar que es el Poder Ejecutivo quien tiene la 

facultad exclusiva de realizar los actos con los que suele ex­

tenderse el reconocimiento tales como notas diplr•máticas, envio 

o recepción de agentes diplomáticos o firma de tratados bilate­

rales. 

El principal problema, en este campo 9 suele plantear­

se con el órgano judicial del Zstado. En oportunidades se ha 

considerado como parte . de un litigio la situación internacional 

:. 
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de un gobierno determinado. Sin embargo, la práctica predomi­

nante se ha orientado en el sentido de una consulta que efec-

túa el tribunal al Poder Ejecutivo. 

El tratadista citado más arriba 9 Noel Henry 9 dice al 

respecto lo siguiente g 

11 .o. au point de vue de droit constitutionnel, 
la prérogative exclusive de l 1Exécutif et la 
subordination du Judiciaire 11 (54)o 

Concordantes con la opinión transcrita y 9 con la de 

otros autores, consideramos que en general, el órgano competen­

te para extender el reconocimiento a un nuevo gobierno es el 

Ejecutivo. 

(53) Noel Henry, ~ cito Pg. 204. 

(54) Noel Henry, Op. ci~. Pg. 266. 
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CAPITULO IX 

FORMAS DEL RECONOCIHIENTO 

El reconocimiento de un nuevo gobierno, no es acto 

que precisa de una determinada forma. Bl tratadista Gemma di-

ce a este respecto: 

" ••• le droit international n'imposse pas de formes 
déterminées quant a la reconnaissance des Etats. 
Il en est de meme pour ce qui a trait a la recon­
naissance des gouvernements" (55) . 

En sent1do análogo se pronuncia la mayor parte de los 

autores. Ahora bien, estas formas pueden ser diferentes en cuan­

to son clasificadas desde diferentes puntos de vista. 

Una primera clasificación seria, pues, la que se refie­

re a la exteriorización de la decisión favorable al otorgamiento 

del reconocimiento. Esta exteriorización de la voluntad estatal, 

se puede producir de dos maneras: expresa o tácita. 

La forma expresa no ofrece dificultades. Por ella se 

comunica, mediante una nota o verbalmente, la decisión de reco­

nocer al nuevo gobierno. En algunas oportunidades, los Estados 

.. 



- 84 -

prefieren señalar~ solamente~ su intención de mantener con el 

nuevo gobierno las relaciones que ha venido desenvolviendo con 

el anterior~ omitiendo emplear la palabra reconocimiento. Es­

ta fórmula puede ser equiparada a la del reconocimiento tácito, 

y el método empleado no permite la subsistencia de la menor du­

da sobre la intención de reconocer que anima al Estado en ques­

ti6n, además del aspecto formal que ha permitido tener esa cer­

tidumbre. 

~l reconocimiento tácito es más complejo y sus mani­

festaciones deben ser detenidamente estudiadas tanto por el go­

bierno que aspira al reconocimiento cuanto por el Estado que lo 

extiende en esta forma. Hay, sin embargo, actos que por su na­

turaleza configuran un reconocimiento. Estos son la firma de 

tratados bilaterales y el envio o la recepción de agentes diplo­

máticos. ~n efecto, atendiendo al primero de ellos, es lógico 

suponer que el Estado considera que el gobierno con el cual fir­

ma un tratado bilateral reúne los requisitos de efectividad y 

responsabilidad y en consecuencia, se vale de este medio para ex­

teriorizar su decisión de reconocerlo como gobierno del respec­

tivo Sstado. 

Vale lo dicho en el párrafo precedente, para el caso 

de la recepc:ón o el envio de agentes diplomáticos. Con la uti­

lización de este medio el ~stado reconoce que, el gobierno al 

cual ha enviado o del cual ha admitido recibir af entes diplomá­

ticos, es el autorizado a desenvolver, en nombre de su respecti-
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vo Estado la vida de relación internacional, aspecto del requi­

sito de efectividad y configurando, de este modo, un reconoci­

miento tácito. 

Pero, además, hay muchos otras órdenes de vinculacio­

nes entre un Estado y un gobierno no reconocido, respecto de los 

cuales surgen dudas de si su presencia o utilización supone el 

reconocimiento. 

Con el objeto de explicar estas vinculaciones de du-

doso significado, la doctrina ha elaborado diversas fórmulas. 

La primera de ellas considera que la vinculación con el nuevo 

gobierno implica el reconocimiento . Este planteamiento, que se 

guiaria en su aplicación práctica por elementos objetivos, es 

sumamente estricta . De acuerdo con esta fórmula, un Estado po­

dria encontrarse con que ha reconocido a un gobierno aún cuando 

nada ha sido más lejano a su intención que practicar dicho acto. 

Además, la abstención absoluta de vinculaciones con el nuevo ré-

gimen implantado perjudica también al Estado que estudia el re-, 

conocimiento, no sólo porque lo priva del ejercicio de la protec­

ción de sus nacionales sino que le impide estudiar conveniente-

mente la situación. 

Una segunda fórmula se ha preocupado más bien, del ca­

rácter intencional con que las vinculaciones se hayan establecí-

do& Esta fórmula supone, pues, que no importa la naturaleza de 

las vinculaciones que se presenten sino que, de no existir maní-

festación del Estado que debe otorgar el reconocimiento en el 
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sentido de que alguna de aquéllas sirve al propósito de extender­

lo, no se ha producido el mismoo 

Como fácilmente se comprende~ esta fórmula además de 

ser ventajosa sólo para el Estado que debe reconocer, por cuan­

to le deja la libre calificación de sus actos, puede ser además 

fuente de graves abusos cuando un Estado le niegue a posteriori 

el encargo de exteriorizar su voluntad a un acto yo suficien-

temente significativoo Por último 9 mediante la utilización de 

esta fórmula se produciría una absurda incertidumbre internacio­

nal para los gobiernos que no estarían en situación de precisar 

si han sido o no reconocidoso 

Una tercera fórmula, que ha venido siendo desarrollada 

por autores norteamericanos y que podría calificarse como ecléc­

tica~ es la que mejor satisface las necesidades prácticas a ~ los 

Estados en esta materia y la que menos se presta a abusoso Es-

ta fórmula considera que hay algunos actos cuya naturaleza, o 

las circunstancias en que se practican los hacen tan explicitos 9 

que es lícito suponer que traducen un reconocimiento tácito, pres­

cindiendo de una manifestación formal de la voluntad del Estado. 

Cuando practican estos actos tan significativos en si 

mismos, los Bstados deben cuidarse, en caso de que no deseen con 

ello extender un reconocimiento, de hacer una manifestación expre~ 

sa en ese sentido y simultáneamente a la ejecución de dichos ac­

tos y no con posterioridado Si esto no fuera así, se estaría 

otorgando vigencia a la fórmula que preconiza la validez única 
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de la intención como necesaria para producir el reconocimiento 

de gobiernos, con los graves inconvenientes que para esa misma 

fórmula hemos apuntado. 

Los actos de vinculación entre un Estado y un gobier­

no que aspira al reconocimiento son tan vastos, complejos y su­

tiles, que constituyen la fuente de la incertidumbre sobre la 

significación de los mismos en lo que se refiere al reconocimien­

to. Ya hemos señalado que hay algunos que no ofrecen la menor 

duda de que configuran un reconocimiento tácito. Hay otros de 

tan escasa importancia protocolaria que nadie podria alegar fun­

dadamente que constituyen un reconocimiento. Pero además, hay 

otras varias formas de vinculación, que expondremos brevemente, 

que son de interpretación conflictiva tanto por parte de la doc­

trina como de la práctica internacional. 

~1 primero de estos casos, cuya frecuencia aumenta con 

la progresiva vinculación intern3cional, es el de la firma de 

tratados multilaterales . Se ha sostenido, por parte de algunos 

autores que tal acto equivale al reconocimiento. Sin embargo, 

este problema hace necesario plantear diversas consideraciones 

que desvirtúan, por lo menos en su mayor parte, la afirmación 

señalada. Además, en la práct ica, los Estados suelen hacer re­

servas muy explicitas en estos casos, con el objeto de evitar 

desde un comienzo la interpretación de su firma en el caso de 

que tratamos. 

Análogas consideraciones caben hacerse al caso de que 

un Estado participe en una conferencia internacional donde se 
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encuentra representado un gobierno no reconocido. 

Sl internacionalista Oppenheim dice al respectog 

"En general, de los principios que rigen el reco­
nocimiento implícito se deduce que la admisión de 
un nuevo gobierno como representante de un Estado 
ante las Naciones Unidas no implica necesariamen­
te el reconocimiento de aquel gobierno 11 (56). 

La extendida costumbre de mantener relaciones oficio-

sas con el gobierno de facto, con el objeto de atender a situa­

ciones urgentes y dar los pasos previos para el reconocimiento, 

es la refutación práctica más elocuente de la fórmula objetiva 

que considera que cualquier vinculación con el nuevo gobierno 

implica el reconocimiento del mismo. Es más, este tipo de rela­

ciones informales u oficiosas, que se establecen generalmente 

por medio de la permanencia en el país respectivo de los agentes 

diplomáticos, es de necesidad fundamental para los otros Estados 

que deben atender a la protección de sus nacionales y reunir los 

elementos de juicio que precisan para extender o denegar el reco­

nocimiento. Sn la práctica, ningún gobierno ha conseguido que 

se consideren las relaciones oficiosas en sí como un reconocí-

miento implícito. 

Más complejo es el caso del nombramiento o la recepción 

de agentes consulares. La práctica internacional por un lado y 

la doctrin& por otro, han coincidido en que es preciso distinguir 

entre estos actos y la continuidad del ejercicio de las funcio-

nes consulares de los agentes nombrados con anterioridad a la im- -

plantación del gobierno de facto. De este modo, el permitir el 
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ejercicio de funciones a un cónsul ya designado no implica el 

reconocimiento. Lo configura, en cambio, la aceptación o el en­

vio de uno con posterioridad a la implantación de ese mismo go-

bierno. 

Parécenos pertinente, por último~ incluir en estas 

consideraciones sobre el reconocimiento implícito a la denomina-

da "Doctrina Estrada 11 • Como adición a las opiniones citadas en 

el Capitulo que trata del mantenimiento de la institución, trans­

cribiremos aquí la del profesor Sepúlveda~ 

"Si se observa a fondo la doctrina, es posible no­
tarle sus limitaciones adherentes . 3n primer tér­
mino aparece como contradictoria consigo misma, 
pues por una parte reclama la abstención de reco­
nocer, sobre la base de que constituye una inju­
riosa y denigrante práctica, pero por la otra re­
afirma el reconocimiento implícito con toda su 
caudal de indeseables efectos. Estrada se pro­
nunció contra la práctica del 11 reconoc i miento ex-· 
preso" como instrumento de política internacional, 
pero en su tesis incurre en los mismos defectos, 
pues el retiro de agentes diplomáticos equivale 
al desconocimiento de un régimen, y es una expre­
sión que aparece francamente como desaprobación a 
los actos del régimen ••• " (57). 

~st~diado desde un punto de vista diferente, el reco­

nocimiento puede ser clasificado como simple o condicional. Por 

este último parecería entenderse aquél cuyo otorgamiento está 

condicionado al cumplimiento por parte del gobierno que aspira 

al recJnocimi~ nto, de ciertas exigencias prescritas por otro Es-

tado. 

Al respecto, el internacionalista Oppenheim dice~ 

''El reconocimiento, en sus diferentes aspectos, 
no es ni un arreglo contractual ni una concesión 

. 
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polftica~ Es simplemente, una declaración de capa­
cidad? por lo tanto no procede subordinarlo a otras 
condiciones que a la existenciaooode aquellos requi- . 
sitos que capacitan a una comunidad para ser recono­
cida como Estado independiente, como gobierno, o co­
mo beligeranteoo oEl Estado que reconoce obtiene, co­
mo precio del reconocimiento, promesas y compromisos 
no en aras del interés general, sino en su provecho 
particular. Estas estipulaciones, contrarias a la 
verdadera función del reconocimiento, son relativa­
mente poco frecuentes. En ningún caso constituyen 
una condición en el sentido juridico del término" 
(58) o 

Podestá Costa opina queg 

"El reconocimiento es un acto puro y simple ] en 
otros térm~nos, no es posible subordinarlo a condi­
ciones suspensivas o resolutorias, dejando pendien­
tes de un hecho futuro e incierto •• • Las referidas 
condiciones suspensivas o resolutorias no deben ser 
confundidas con la obtención de un entendimiento 
acerca de determi nadas cuestiones pendientes, lo 
que a veces es un paso previo para llegar al reco­
nocimiento" (59). 

A su vez, el internacionalista Fischer Williams dice a 

este respecto lo que sigueg 

11 Une reconnaissance sous conditions. o .n 1est qu 'une 
reconna i ssance a la quelle une contre - partie est 
exigée dans 1 1engagement du gouvernement reconnu 
d'accepter certaines obligations. Si) par la suite, 

, ces obligations ne sont pas exécutées, la reconnai­
ssance du fait que le gouvernement reconnu est 
ma itre du pays; rien n 1est changé a se fait si le 
gouvernement manque a telle ou telle obligation 
internationale? on do i t chercher ailleurs le remede 
a ce manquement 11 (60). 

Concordantes con la opinión de los tratadistas citados conside-

ramos, pues, que no debe existir un reconocimiento condicional 

propiamente dicho. El reconoc i miento no debe estar sujeto a otras 

condiciones que las que establece el derecho internacional y es 

completamente repudiable la pretens ión de utilizarlo para obtener · 
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ventajas particulares. 

Por ello es que no existe una revoca ción del reconocí-

miento. No sólo se encuentra en juego la dignidad de los actos 

de un Estado sino que el r e conocimiento es una i nstitución que 

está referida a determinados hechos señalados por el derecho in­

ternacional. Los efectos que produce no pueden ser desconocidos 

mediante una simple declaración y cabria a los Esta dos que pre­

tendieron fijar condiciones antijuridicas para su otorgamiento, 

a lo más, la ruptura de relaciones con el respectivo gobiernoo 

Una tercera clasificación de la forma de reconocimien-

to seria la de dividirlo en unilateral y bilateral. Por re gla 

general, el reconocimiento es extendido por un Estado a un go­

bierno de facto. Sin embargo, se han presentado casos en los 

cuales el reconocimiento se extendió reciprocamente entre dos 

gobiernos de facto. Este caso es sumamente raro y no tiene ma-

yor significación. 

Por último, suele establecerse una clasificación que 
' 

supone la existencia de reconocimientos de jure y reconocimien-

tos de f a cto. La doctrina y la práctica de los Bstados, han in­

terpretado esas expresiones en las formas más diversas. 

Sin embargo, hay una tendencia a considerar que por 

reconocimient o de facto se entiende el que es extendido sin la 

voluntad de reanudar las relaciones diplomáticas, las que se pos­

tergarian hasta el momento del reconocimiento de jure. Mediante 

este reconocimiento de facto, el 1stado que lo otorga tendria el 
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derecho de establecer relaciones comerciales o estaría faculta­

do para atender a la protección de sus nacionales~ 

Esta clasificación nos parece inapropiada. En primer 

término, es difícil desprenderla de intentos de calificación de 

asuntos internos de otro Estado. Luego, las relaciones oficio­

sas y la protección de los nacionales, son asuntos en los cuales 

la actuación de los agentes diplomáticos está permitida, sin ne­

cesidad de esa forma de reconocimiento. Por último, se ha tra­

tado de significar que el reconocimiento de facto es revocable. 

No obstante, este reconocimiento de facto está determinado por 

situaciones de hecho que no pueden desconocerse unilateralmente. 

En todo caso, ya hemos considerado en el presente trabajo la ne­

cesidad de que el reconocimiento sea un acto único y ajustado a 

los requisitos que fija el dere cho internacional. ~ste intento 

de clasificación ha sido punto de partida de numerosos resenti­

mientos y malentendidos. Su significado y su aplicación son con­

fusos. En suma, repetimos, es una práctica inapropiada que debe 

ser difinitivamente evitada por los Estados. 

(55) 8cípione Gemma, Op. cit. Pg. 369. 

(56) LoM.A. Oppenheim 9 LL.D., 012. cit. Pg. 142. 

(57) César Sepúlveda, OJ2. cit. Pg. 61. 

(58) L.M.A. Oppenheim, LL.D., OJ2 o cit. Pg. 156 o 

(59) LoA. Podestá Costa, OJ2. cit. Pg. 150. 

(60) Williams K.c., Sir John Fischer, OJ2. cit. Pg. 262. 
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CAPITULO X 

EF:SCTOS DSI. RSCONOCINIENTO 

En el Capitulo relativo al mantenimiento de la insti­

tución, hemos señalado algunos de los efectos del reconocimien­

to que lo hacen presentarse como un acto conveniente. Revisare­

mos algo más detenidamente estos efectos. 

Sl primero de los efectos del reconocimiento del nue­

vo gobierno, en el campo internacional, es la reanudación de 

las relaciones diplomáticas. Gran parte de la doctrina lo seña­

la como el más aparente y hasta se ha llegado al exceso, por 

parte de algunos autores, de considerarlo como efecto único y 

necesario. Sstos autores son, naturalmente, los sostenedores 

de la concepción diplomática del reconocimiento. Sin embargo, 

consideramos que la reanudación de relaciones diplomáticas no 

es un efecto necesario del reconocimiento ya que este acto admi­

te una reanudación posterior de las mismas. Por el contrario, 

las rela ciones diplomáticas sólo se puden mantener con un go­

bierno reconocido. 

Las obligaciones internacionales, en general, no devie­

nen insubsistentes para el nuevo gobierno que no ha sido aún re­

conocido. Del mismo modo, este gobierno está facultado para a-­

tender a la defensa del respeto de sus derechos . Estos aspectos 

se traducen, fundamentalmente, por el res peto de los derechos de 
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los extranjeros y la defensa de la integridad territorial y po-

lítica del Estado. 

En un principio se pensó que la implantación de un go-

bierno de facto era ocasión propicia para el desconocimiento 

unilateral de los trataoos vigentes entre un Estado y aquél en 

el cual se hubiera implantado dicho gobierno. El principio de 

continuidad de los Estados 9 en nombre y representación de los 

cuales los gobiernos se comprometen, ha producido el abandono 

definitivo de esa tesis. 

Es por ello que consideramos que las obligaciones deri-

vadas 0e los tratados internacionales subsisten para el nuevo 

gobierno, aún cuando no haya sido reconocido. 

El internacionalista Verdross dice al respecto: 

"La responsabilidad jurídico-internacional de un 
Estado no se ve afectada por el hecho de que el 
gobierno de facto de carácter general no haya si­
do reconocido ••• " (61). 

El tratadista Díaz Cisneros dice que~ 

"El nuevo gobierno debe respetar los tratados y 
obligaciones internacionales del ~staoo 9 lo que 
en muchos casos se efectúa por medio de una de­
claración solemne ••. 3ste principio es consecuen­
cia del de la continuidad e identidad del 3stado" 
( 62) o 

Citaremos 9 por último, a Antokoletz quien refiréndose 

a un aspecto particular del problema dice: 

ncomo los cambios institucionales o políticos no 
afectan la personalidad internacional del ~stado 9 
el nuevo gobierno debe respetar las deudas y obli­
gaciones contraídas por el régimen desaparecido 11 

( 63) o 
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Un interesante problema se plantea en aquellos casos 

en los cuales la aplicación de un tratado requiere de relaciones 

diplomáticas. 

Refiriéndose a los gobiernos aón no reconocidos, Ver-

dross dice~ 

"Siguen asimismo en vigor los tratados anterior­
mente suscritos, aunque en determinadas circuns­
tancias quepa interrumpir su aplicación por cuan­
to el no reconocimiento de un gobierno de facto 
trae consigo la interrupción de las relaciones 
diplomáticas normales" (64). 

Consideramos, pues, que en estas circunstancias la 

aplicación de los tratados que requieren de las relaciones diplo­

máticas queda suspendida. En cuanto el reconocimiento se produz­

ca, la aplicación de los mismos debe ser inmediata. 

Por último, el r e conocimiento del gobierno de facto 

le abre la posibilidad de firmar tratados bilaterales. Vale lo 

dicho anteriormente, en cuanto a que la firma de un tratado de 

este tipo con un gobierno no reconocido equivale al reconocimien-

to. 

Más complejo , es el problema de los efectos denomina-

dos " internos" del no reconocimiento de un gobierno de facto . 

En este caso, debe entenderse por "interno", lo relativo al se-

no del Estado que no ha extendido el reconocimiento y abarca dos 

grandes aspectos~ la actividad judicial y la validez de sus ac­

tos, sean de administración, legislativos y judiciales. 

El primer problema, en este campo, es el de si un go-

bierno no reconocido se puede presentar como demandante ante los 
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tribunales del Estado que no lo reconoce. La jurisprudencia in­

ternacional en este campo es contradictoria. Algunos pa!ses así 

como buena parte de la doctrina lo niegan de plano. En otros, 

en cambio, los tribunales han admitido la demanda del gobierno 

no reconocido fundándose en el hecho público y notorio de su e­

fectividad. 

Esta admisión es, a nuestro parecer, correcta. Ello 

se basa en que el derecho internacional acuerda a los ~stados 

la defensa de sus derechos. Como este mismo derecho exige para 

extender el reconocimiento sólo el requisito de efectividad los 

tribunales, luego de recibir información del Poder Ejecutivo de 

que no se extiende el reconocimiento por considerarse irrespon­

sable al gobierno de que se trate, están plenamente facultados 

para admitir la demanda de este gobierno. Hay, pues, un doble 

problema~ uno de derecho internacional y otro de derecho consti­

tucional. 

Otro problema es el de si un gobierno que, en caso de 

ser reconoci9o, goza de inmunidad de jurisdicción ante los tri­

bunales de otros Estados, puede aspirar también a este privile­

gio en caso contrario, o sea no estándolo. Aquí, como en el an­

terior, tanto la doctrina como la jurisprudencia internacional 

son contradictorias. 

Sin extendernos mayormente sobre estos aspectos, con­

sideramos que la inmunidad de jurisdicción debe comprender al 

gobierno no-reconocido. Esto se explica por cuanto de aceptar-



- 97 -

se una demanda contra un gobierno no reconocido se está demanda~!-

do, en realidad~ a un Estado que si posee reconocimiento interna­

cional. De no ser así, los derechos y bienes de un Estado podría~ 

ser objeto de litigio cosa que nos parece no sólo inconveniente, 

sino antijurfdica. 

Iguales consideraciones cabe formular en lo relativo 

a la validez de los actos de un gobierno no reconocido ante los 

órganos del Estado que no reconoce . 

En este aspecto, consideramos conveniente citar al pr" -

fesor mexicano Sepúlveda, quien dice~ 

" ••• de la experiencia judicial se obtienen varias 
ensefianzas saludable~ aue marcan cierta orientació~ 
• •• • a ) la evolución del criterio de que un gobier­
no no reconocido es un ente sin derechos hacia la 
aceptación más o menos plena de que todo acto de 
un gobierno, aún los de uno no reconocido, es res­
petable y tiene valor; • .• y e) una consideración 
profunda y novedosa del elemento 'orden público', 
que permite aplicar la legislación del gobierno ~o 
reconocido en los justos limites que· el interés ge­
neral de un pais reclama y, por ende, tratar los 
actos y las leyes de un gobierno no reconocioo e::: 
función de simples principios de Derecho Interna­
cional Privado, con lo cual se logra una solución 
entre el conflicto del no reconocimiento y la ne­
cesidad de justicia" (65). 

La orientación señalada por este profesor nos parece 

adecuada para atender a la solución de este conflict~vo prob~e-

ma, por cuanto posibilita la aplicación de la justicia y no a~en 

ta contra las disposiciones internas de la mayoria de los ~staco 

Para finalizar, haremos una breves consideraciones s" ­

bre la retro a e ti vi dad del re conocimiento. 31 tratadista up~· '=:~-

heim dice al respecto lo siguiente~ 
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" Dicha regla, no revestida de autoridad interna­
cional, es más bien una regla ~til que de princi­
pio. En efecto, conviene ••• que una vez reconoci­
do un Estado o un gobierno, ninguno de sus actos, 
incluso aquellos ante r iores al reconocimiento, 
sean considerados nulos 11 

( 66). 

Sin embargo, la validez de esos actos no depende del 

Estado que reconoce, sino de la vigencia que al momento de reco~ 

nocer tengan en el ~stado regido por el gobierno que los dictó. 

En consecuencia, si lo que se trata es de reconocer la validez 

de dichos actos, bien podría suprimirse esta práctica por cuan­

to dicho objeto está más próximo a la persecución de los princi­

pios de continuidad de la personalidad del Estado y la responsa-

bilidad de éste por los actos de sus gobiernos, a~n antes de que 

los mismos hayan sido reconocidos. 

No consideramos necesario el comentar extensamente la 

controversia relativa a si el reconocimiento de un nuevo gobier~ 

no es acto declarativo o constitutivo. Hemos tratado de señalar 

a lo largo de este trabajo que el reconocimiento es, fundamental-

mente, un acto de constatación. De este modo, no puede tener 
1 

otro carácter que el de acto declarativo de una situación. 

(61 ) Alfred Verdross, QQ~ __ cit. Pg. 320. 

( 62 ) César Diaz Cisneros, Der8cho Internacional Público (Tipo­
grafica ~ditora Argentina, Buenos Ai­
res, 1955) . Pg. 412. 

(63 ) Daniel Antokoletz, .9P o cito Pg. 547 • 

( 64) Alfred Verdross, . O:Q. cit. Pg. 243 . 

( 65) César Sep~lveda, Op. c_i t o Pg. 27 o 

( 66) L.M . Ao Oppenheim LL. Do 9 Op • e i "t_ o Pg o 157. 
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e O N e 1 U S I O N E S 

· lra.- El reconocimiento de Estados es un a.cto 

distinto del reconocimiento de gobiernos . Una vez recono­

cido, el Estado mantiene su personalidad internacional a 

despecho de los Cffi!1bios políticos ocurridos en su inte­

rior. El reconocimiento de un nuevo Estado comprende al 

del gobierno que en ese momento detenta el poder . 

2da.- No todos los gobiernos requieren del reco­

nocimiento para desenvolver su vida internacional. El acto 

del reconocL:liento es sólo aplicabl e a los gobiernos que 

arriban al yoder en abierta contradicción con las disposi­

ciones constitucionales y en los que , además, se produzca 

una variación de l as personas fÍsicas que ejercen la repre­

sentación del Estado . 

3ra.- Los intentos de suprimir el reconocimiento 
1 

de gobiernos no han tenido buen éxito . El lo se debe no só-

lo a que es una práctica tradicional y muy extendida sino 

que, además, permite terminar con la incertidumbre que se 

produce en el momento en que es derrocado un gobierno, so­

bre cuál es el grupo de poder autorizado a hablar en nombre 

del Estado y a comprometerlo. Además , el reconocimiento 

tiene otros importantes efectos que hacen recomendable el 

mantenim~iento de la institución. 
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4ta..- Cuando un nuevo gobierno reúne los requisi­

tos exigidos pCI' el c1 erecho internacional tiene derecho al 

reconocimiento. Correlativamente, los Estados tienen el d.§. 

ber de extenderlo en el caso mencionado . La práctica de 

los Estados, ya que no sus declaraciones; la doctrina, las 

contradicci ones de la concepción facultativa del reconoci ­

miento y los proyectos de convención internacional, así co­

mo sus consecuencias jurídicas , confirman la existencia de 

este deber. 

5ta. - Un gobierno puede ser reconocido cuando es 

efectivo . Un gobierno debe ser reconocido cuando adeinás de 

efectivo es res~)onsable . Estos son los roquisi tos exigidos 

por el derecho internacional . Cualquier otra pretensión es 

polÍtica y, e~ consecuencia, atentatoria de est e mismo dere 

cho. 

6ta.- La legitimidad, en el estado actual del d~ 

recho internacional no es un requisito exigible para reconQ 

cer a un nuevo gobierno . Considerrunos que no existe un 

acuerdo que d~ termine para los Estados alguna forma de go­

bierno y, menos aún, que señale la forma en que el mismo 

debe arrib~r al poder . Del mismo modo, la ey~gencia de un 

comportamiento determinado en el campo interno, es contra­

ria al derecho internacional. 
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7ma.- El reconocimiento de los nuevos gobiernos 

puede ser organizado de distintos modos . La tendencia ha­

cia l a colectivización d el reconocimiento , no s6lo no es 

intervencionista sino que es deseable por cuanto disminuye 

las posibilidades de que se pretenda utilizar este acto 

con fines políticos. 

8va.- La práctica internacional y la doctrina, 

han considerado que el 6rgano Ejecutivo del ~stado es el 

competente para extender el reconocimiento a un nuevo gc ~ 

bierno. Zsto es conveniente por cuanto el EJecutivo es 

quien tiene no sólo la capacidad para apreciar la existen­

cia de las condiciones exigidas por el derecho internacional 

sino que, además, es generalmente el encarg ado de la repre ­

sentación del Estado . 

9na . - · El reconocimiento de un nuevo gobierno no 

es un acto que r equiera de una forma determinada . Dentro 

del reconocimiento tácito, hay dos actos que no admite n dg_ 

da de que el mismo ha sido extendido . Ellos son el envío 

o la recepción de agentes diplomáticos y la firma de trata­

dos bilaterales . 

lOma. - Los efectos internacionales del reconoci ­

miento se ori entan, fundamentalmente , hacia la reanudación 

de re l aciones diplomáticas y la actualización de la vigen­

cia de los tratados que requieren de dichas relaciones . 
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l) 9.Q~1ISION DE JURISCONSULTOS -RIO DE JANEIRO- 1927 
1 

ARTICULO N9 8 - PROYEC~O DE CONVENCION SOBRE ESTADOS 

Un gobierno deberá ser reconocido, siempre que reúna los requi-

sitos siguientes~ 

1°.- Autoridad efectiva con probabilidad de estabilidad y con-

solidación, cuyas órdenes sean acatadas por la población, prin­

cipalmente en lo que se refiere a impuestos y servicio militar. 

2°o - Capacidad para cumplir las obligaciones internacionales 

pre-existentes, contraer nuevas, y respetar los deberes estable~ 

cidos por el'Derecho Internacionalo 

.. 
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2) DECLARACIQIIT DE JENARO ESTRADA 

!1_INISTRO DS RELACIONES EXTERIORES DE MSXICO - 1930: 

11 Con motivo de los cambios de régimen ocurridos en algunos paí­
ses de la América del Sur, México ha tenido ocasión de ejercitar, 
una vez más, la teoría llamada de Reconocimiento de Gobiernos. 
Es un hecho bien conocido que México ha tenido que sufrir, como 
pocos paises, hace algunos años, las consecuencias de esa doctri~ 
na que deja al arbitrio de los Gobiernos extranjeros el pronun­
ciarse sobre la legitimidad o ilegitimidad de otro régimen, pro­
duciéndose con este motivo situaciones en que la capacidad legal 
o ascenso nacional de l os Gobi ernos parece supeditarse a la opi­
nión de extraños-. La doctrina de los llamados "Reconocimientos" 
ha sido aplicada, a partir de 1-a Gran Guerra, particularmente a 
las naciones de este Continente, sin que en muy contados casos 
de cambios de régimen en países de Europ-a los gobiernos de otras 
naciones hayan rrreconocido" expresamente, por lo cual el procedí- -
miento ha venido transformándose en una especialidad para las Re­
públicas h-ispanoamericana so Después de muy atento estudio sobre 
la materia, México ha trasmitido instrucciones a sus Hinistros o 
Encargados de Negocios, haciéndoles saber que México no se pro­
nuncia en sentido de otorgar reconocimiento, porque considera que 
ésta es una práctica denigrante que sobre herir la soberanía de 
otras naciones coloca a ésta en el caso de que sus asuntos inte­
riores puedan ser calificados en cualquier sentido por otros Go­
biernos, quienes de hecho asumen actitud de critica al decidir 
favora ble o desfavorablemente sobre la capacidad legal de regí­
menes extranjeros. En consecuencia, el Gobierno de México limi­
tase a mantener o retirar, cuando lo crea procedente, a sus agen­
tes diplomáti~os, y a continuar aceptando, cuando también lo con­
sidere procedente, a similares agentes diplomáticos que las na­
ciones respectivas tengan acreditado s en México, sin calificar, 
ni precipitadamente ni a posteriori, el derecho que tengan nacio­
nes extranjeras para decidirse a mantener o a sustituir a sus Go­
biernos o autoridades. Naturalmente, en cuanto a fórmulas habi­
tuales para acreditar y recibir agentes o canjear cartas autógra~ 
fas de Jefes de Estado o Cancillerías, continuará usando las mis­
mas que hasta ahora son aceptadas por el Derecho Internacional y 
el Derecho Diplomático". 
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3) RESOLUCION IITID1 . XXII DEL COMITE CONSULTIVO DE EHERGENCIA 

PARA LA DEFENSA POLITICA DEL Hl!lHSFERIO 

Esta Resolución? aprobada el 24 de diciembre de 1943, 

recomienda: 

11 f~ los Gobiernos Americanos que han declarado la guerra a 

las potencias del Eje o que han roto relaciones con ellas, que 

mientras dure el actual conflicto mundial no procedan al recono­

cimiento de un nuevo gobierno constituido por la fuerza, antes 

de consultarse entre si con el propósito de determinar si ese 

gobierno cumple con los compromisos interamericano s para la de­

fensa del Continente? ni antes de realizar un intercambio de in­

formaciones acerca de las circunstancias que han determinado la 

implantación de dicho gobiernott. 
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4) RESOLUCION NUMo XXX:V DE LA IX CONFBRENCIA INTERNACIONAL 

A :tviERICANA:~. BOGOTA~48 

DECLARA~ 

1°.- Es deseable la continuidad de las relaciones diplomáticas 

entre los Estados Americanos. 

2°.- El derecho de mantener 9 suspender 9 o reanudar relaciones 

diplomáticas con otro gobierno no podrá ejercerse como instrumen­

to para obtener individualmente ventajas injustificadas, confor­

me al derecho internacionalo 

3°o- El establecimiento o mantenimiento de relaciones diplomá­

ticas con un gobierno no significa juicio acerca de la politica 
1 

de ese gobiernoe 

• 
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RESOLUCION XXXVI 

5) ELABORACION DE UN PROYECTO Y DE UN INFOID1E SOBRE RECONO-

CIMIENTO DE GOBISRNOS DE FACTO 

La IX Conferencia Internacional Americana~ 

CONSIDERANDO: 

Que el Comité Juridico Interamericano de Rio de Janeiro no ha 
presentado su informe sobre el reconocimiento de gobiernos de 
facto, tema sometido al estudio de esta Conferencia; 

Que es deseable que se elabore un estatuto sobre la materia, 

RESUELVE: 

Encomendar al Consejo Interamericano de Jurisconsultos la ela­
boración de un proyecto y de un informe sobre el reconocimiento 
de gobiernos de facto para que sea estudiado por la X Conferen­
cia Interamericanao 

' 
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6 ) COl-liTE JURIDICO INTERAHERICANO 

RIO DE JANEIRO - 1949 

PROYECTO DE CONVENCION SOBRE RE­
CONOCIHIENTOS DS GOBIERNOS DE FA CTO 

Los Gobiernos • • o o 

CONSIDERANDO~ 

Que el establecimiento en un Estado de un Gobierno de facto 
ha planteado históricamente~ con carácter ineludible, la cues­
tión de su reconocimiento? 

Que los efectos jurídicos que resultan del reconocimiento o 9 
en su caso~ del no reconocimiento de un gobierno de facto 9 afec­
tan siempre y a veces de un modo substancial, necesidades e in­
tereses fundamentales de orden interno e internacional ? 

Que las Repúblicas Americanas han tratado en distintas ocasio­
nes y con persistencia creciente en estos últimos años, de resol­
ver la cuest1ón del reconocimiento de los gobiernos de facto. 

Han convenido en la siguiente: 

CONVENCION SOBRE RECONOCIMIENTO 
DE GOBIERNOS DE FACTO 

Artículo 1 - Un gobierno de facto tiene derecho a ser recono­
cido cuando reúna las condiciones siguientes: 
a ) Autoridad efectiva sobre e l territorio nacional, basada en 

la aquiescencia de la población manifestada en forma adecua­
da · ? 

b ) Capacidad y voluntad para cumplir las obligaciones interna­
cionales del Estado. 

.. 
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Articulo 2 - No se otorgará el reconocimiento como medio de 
obtener ventaja alguna del Gobierno de facto, ni podrá subordi­
narse a la aceptación de exigencias especiales del Estado que 
reconoce, ni ser materia de negociación y transacción. 

Las cuestiones internacionales preexistentes po­
drán ser presentadas por los canales diplomáticos usuales des­
pués del reconocimiento. 

Artículo 3 - No se ejercerá la abstención del reconocimiento 
como sanción ni represalia. 

Artículo 4- El reconocimiento es irrevocable. La ruptura de 
relaciones diplomáticas sobrevenida después de otorgado, no en­
vuelve su revocación. 

Artículo 5 - El reconocimiento torna al Estado internacional­
mente responsable no sólo por los actos futuros del gobierno re­
conocido sino también por sus actos pasados, a partir de la fe­
cha de su establecimiento. 

Artículo 6 - Cuando se establez~a un gobierno de facto en al­
guno O.e los paises del Continente, las Repúblicas Americanas de­
berán, a solicitud razonada de cualesquiera de ellas, considerar 
antes de otorgar o negar el reconocimiento la conveniencia de 
efectuar un intercambio de informaciones con el objeto de escla­
recer la situación de hecho planteada. 

Articulo 7 - En caso de que las Repúblicas Americanas hubie­
ren acordado seguir el procedimiento a que se refiere el articu­
lo anterior, cBda una de ellas decidirá, una vez que se haya e­
fectuado aquél, si procede o no el reconocimiento del nuevo go­
bierno. 

Artículo 8 - El intercambio de informaciones previsto en el 
Artículo 6 de' la presente Convención se efectuará directamente 
entre las respectivas Cancillerías, sin perjuicio de cualquier 
otro procedimiento que las Repúblicas Americanas estimen más 
adecuado a las circunstancias que concurren en cada caso parti­
cular. 

Articulo 9 - El procedimiento que hubieren acordado seguir las 
Repúblicas Americanas al amparo de esta Convención ni la deci­
sión oe cada una de ellas sobre la procedencia del reconocimien­
to, envolverán juicio crítico alguno respecto a los asuntos in­
ternos del Estado en que se hubiere establecido el gobierno de 
facto. 

Río de Janeiro, septiembre 27 de 1949 

(F) Francisco Campos 
(F) José Joaquín Caicedo Castilla 
(F) F.V. Garcia Amador 
(F) Alwyn V. Freeman 

El Proyecto mereció voto disidente de los Delegados de México 
Y Venezuela. 
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7) RECONOCIMIENTO DE GOBIERNOS DE FACTO 

El Consejo Interamericano de Jurisconsultos 9 

CONSIDERANDO~ 

Que en cumplimiento de la Resolución XXXVI de la Novena Con­
ferencia Internacional Americana y de la Resolución IX de este 
propio Consejo 9 adoptada en su Primera Reunión 9 ha proseguido 
el estudio del tema relativo al Reconocimiento de Gobiernos de 
facto. 

Que como resultado de las deliberaciones habidas en esta mis­
ma Reunión se ha manifestado la opinión casi unánime de que es 
aún prematuro celebrar una convención sobre la materia 9 y que 
ni siquiera es oportuno que un organismo intergubernamental ame­
ricano enuncie por ahora en forma declarativa los diversos prin­
cipios que de tiempo en tiempo han sido expuestos por los trata­
distas para normar, en este particular, la práctica de los Esta­
dos· 9 

Que habiendo revisado una vez más los principios contenidos 
en la Resolución XXXV de la Novena Conferencia Internacional 
Americana, el Consejo es de opinión que se trata de principios 
sanos y constructivos, cuya observancia es garantia de que po­
drán evitarse las fricciones y el malestar que más de una vez 
se ha producido con motivo de los ejercicios por el Estado del 
derecho de legación~ y 

Que en estas condiciones importa consolidar el patrimonio ju­
ridico ya conquistado y cuyo rendimiento ha revelado ser tan 
provechoso, antes de adoptar normas no acreditadas, cuando me­
nos en forma definitiva, por la experiencia, y especialmente en 
asuntos que tan de cerca tocan a la constitución misma y al ré­
gimen interno de los ~stados. 

RESUELVE~ 

1.- Reiterar su adhesión a los principios proclamados en la 
Resolución XJJ0T de la ~ovena Conferencia Internacional America­
na sobre Ejercicio del Derecho de Legación. 

2.- Remitir a la Décima Conferencia Interamericana para su 
ilustración y a título informativo, los proyectos y documentos 
considerados con respecto a este tema en la Primera Reunión del 
Consejo Interamericano de Jurisconsultos, asi como los antece­
dentes en que se consignan las deliberaciones efectuadas tanto 
en aquélla como en la presente Reunión. 

(Aprobada en la Segunda Sesión Plenaria, el 30 de abril 
de 1953) 




